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FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional.
POR LA AUTORIDAD QUE LE WNFlERE LA CON5Tl1 UCJON
DE LA NACION ESPAÑOLA,

Ha decidido estimar el recurso de amparo promovido por la
Unión General de Trabajadores de EspeJia, otorgando a dicha
entidad el amparo solicitado, y en su virtud:

1) Declarar que dicha Unión posee la le¡itimaci6n precisa.

Pleno. Recurso de in.constituctonaUdad número 88/
1982. Sentencta número 7111982, de 30 de noviembre.

El Pleno del Tribunal Constitucional. compuesto por don
Manuel Garela-Pelaya y Alonso. Presidente. don Jerónimo Aro~
zameoa Sierra. don Angel Latorre Segura, don Francisco Rubio
Llorente, doña. Gloria Bt:lgué Cantón, don Francisco Tomás y
Valiente don Re.Cael G6mez-FeJTer Morant. don Angel Escu­
dero del' Corral y don Antonio Truyol Sena, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de inconstitucionaUdad. número 86/1982, pro­
movido por el Presidente del Gobierno de la Nación, y, en su
nombre, por el Abogado del Estado, contra la Ley 10/1981, de 18
de noviembre, del Parlamento Vasco, en los artIculas que se
dirán en el antecedente primero de esta Sentencia. y en el que
han comparecido en defansa de la Ley, el Parlamento Vasco,
y en su nomhle- el Letrado de sus servicios jurídicos señor Za­
malloa Astigarraga. yel Gobierno Vasco, y en su nombre el
Letrado del Departamento de JuStlCÜl. señor Portuondo Herrerías.
y ha sido ponente el Magistrado don Jerónimo Arozamena Sie­
rra, quien expresa el parecer del Tribunal.

l. ANTECEDENTES

Primero.-El Abogado del Estado, en la representación que
ostenta, interpuso el 15 de marzo pasado recurso de inconsti­
tucionalidad contra la Ley lCJ1981, de 18 de noviembre, del Par­
lamento Vasco, que aprueba el Estatuto del Consumidor.

A) Los preceptos impugnados y la fundamentación de la
impugnación, sucintamente recogida. puede sintetizarse en los
siguientes términos:

Art. 4. 0 Que a Juicio del Abogado del Estado, acusa un
doble vicio de inconstitucionalidad· Al Por un lado, su propia
amplitud,' «bienes y serVIcios destinados a los consumiqores o
usuarios,., pugna con competencias exclusivas del Estado, y la
misma indeterminación de «cualquier peligro,.. podría dar lu­
gar que cuaiquier medIO de transporte, obra o producto, de
los que atañen a. la competencia del Estado, podrían ser reti­
rados del mercado o eliminado su uso. por pura determinación
administrativa, al margen de las reglas precisas que sobre fa­
bricación o manipulación podria haber dictado el Estado. B)
Por otro lado, el género utilizado como supuesto de hecho de
la Ley genera un extensísimo margen de discrecionalidad,en
pugna con los principios de .legalidad y seguridad jurídica {ar·
ticulo 9.3 de la Con&tituciónl (en adelante CE). La norma, aña­
de, lesione los principios que acaban de indicarse, así como
los de res~rva de ley (artículo 53.1, en relación con el ar­
tículo 33 de la CEJ.

Art. 5,° QUe a Juicio del Abogado del Estado es contrario
a una norma bá.sica de exclusiva competencia estatal, pues
se -enmarca en el ámbito de la sanidad. materia regulada en
la base XXVI de la Ley de 25 de noviembre de 1944, como pro­
pia del Estado, por cuanto es de la exclusiva competencia estatal
le.rtículo 149.1U6 de la CEJ. Se trata de una norma básica en
razón a su propia materia: el principio de unidad de merreado
que quedaria perjudicado si se admitieran regulaciones terri­
toriales directas. Es perfectamente comprensible qUe una norma
bttsica contemple la fijaCIón de condiciones sanitarias mínimas
de los alimentos, su manipulación y consumo, bajo una pers­
pectiva de unldad territorial.

Art. lP Del qUe el Abogado del Estado afirma su inconsti.
tucionalidad porque se refiere -su apartado segundo-- a los
productos farmacéuticos, materia en la qUe existe una resr>rva
absoluta del Estado (artículo 149.11.18 de la CEl. El carácter
g.eneral. para cualquier producto, introduce elementos norma.
tIV?S alenos a la p?r~ cláusula de remisión y, por esto -se
~fI~re al apartado ultimo- sugiere cierta dificultad de en ten·
dIrnlento..E~ una interpr~tación podría entenderse que refleja
una proh,blcfón de fabncación, si no existe reglamentación
lo. qUe lleva a una absoluta inseguridad en la actividad indus~
tr~al. Desde otra perspectiva, la generalidad del precepto per­
mlte comp:ender productos c1.?yos procesos de fabricación Que­
dan sometidos a una regulacIón de competencia exclusiva del
Estado,

para promover el conflicto colectivo de trabajo a que las pre·
sentes actua<.iones se retj'jren.

2) Anular las sentencias de la Megistre.tura de Trobajo y
del, Tribunal Central de trabajo que han denf:gado dicha ie­
giti~aci6n.

Publiquese esta sentencia en el «Boletín Oficial del Este.do_.

Madrid, 29 de noviembre de 1982.-JerÓnimo Arozamena Sie­
rta.-Franci.6co Rubio Llorente.-Luls Diez-Picazo.-Francisco
Tomás y Valiente.-Plác1do FernAndez Viagas.-Antonio Truyol
Serra.-Firmac1os y Rubricados,

Art. 9.0 Precepto que, aegÚD dice el Abogado del Estado, hace
expresa proclamac.ión de un derecho del usuario o consumidor
a copocer las características técnicas de sus viviendas, pero sin
concretar el sujeto obligado. Si se entendiera que el obligado
es el cedente, habría establecido, aluicio del Ahogado del Esw
tado, una obligación nueva en el marco de las relacíones con­
tractuales privadas, invadiendo la esfeta del derecho civil, que
no estA dentro de la competencia autonómica de conservación.
modificación y desarrollo del derecho civil foral, Pero indepen­
dientemente de esta invasión de competencia, la norma por
la propia generalidad de su formulación afecta discriminato­
riamente a sus destinatarios, pues no es lo mismo la empI:esa
inmobiliaria que el cedente de una vivienda antigua.

Art. 12. Precepte Que puede referirse tanto a la responsa­
bilidad contractual como a la extracontra.ctual, podrfa conducir
a interpretación dispar con las reglas de 1& responsabilidad por
culpa que inspu-& el Código Civil (CC) y dejar sin efecto las
reglas sobre e"Q'icción del Código de Comercio leCa), por lo que
invade competencia estatal en materia de derecho privado.

Art. 13, Del que dice el Abogado del Estado que se sitúa
en el marco de la legislación de la defensa de la competencia.
materia expresamente exceptuada en el artículo lO, 27 del Es­
tatuto Vasco (EV) , de la competencia a':ltonómica.

Art. 14. Apartados al, c) y e), que se entiende pugna con el
principio civil de la libertad contractual, pues la plenitud de
garantías de un bien o servicio adquirido o utilizado es algo
que como la determinabilidad del precio o la claridad en la
exposición de las condiciones postventa queda remitida a la li­
bre disponibilidai' de las partes.

Art. 15. Del que también dice el Abogado del Estado que
incide en el marco del derecho civil y mercantil la introducción
de un derecho a una prestación tan indeterminada en su con­
figuración como la del servicio postventa (articulo 15, párrafo
primero). La adopción de medidas dirigidas al control de· prá.c·
ticas tendentes a disminuir la correcta y normal utilización de
estos bienes, incide en la competencia estatal en materia de
defensa de la competencia ta.i"tículo 15.a).

Art. la. Que alega el Abogado - del Estado que intróduce
un deber informativo, como deber ex lege ¡apartados a) y b) I
o un derecho a una prestación dentro del desarrollo del con·
trato privado lapartados c) y d)]. como constitutivos de una
relación de dere~ho privado, ajena al contenido de los derechos
forales. .

Art. 31. Del que se dioe que introduce una regla sobre la
responsabilidad juridica, que no puede entenderse comb re­
producción de una regla civil y" por esto, incide en incompe·
tencia.

Art. 32, Que contiene -se alega- una norma procesal de
legitimación. que altera sustancialmente las normas básicas
que contienen' las leyes procesales comunes.

B) Como consideraciones de carácter general antepone el
Abogado del Estado al análisis de los preceptos invocados, las
siguientes:

a) La Ley que se impugna reconoce como fundamento cons·
titucional -el articulo la, 27 y 28 del EV, Con arreglo a tales
preceptos podría considerarse que el País Vasco ostentaría una
competencia general para cuanto concierne a la defensa del
consumidor. Se trataría de una competencia definida más por
el fin que por ia materia o los instrumentos, sin otros límites
que los que el pr(lcepto estatuye, Sin embargo. en la defensa
del consumidor se lDterfieren muy diversos bloques normati­
vos: derecho civil, mercantil, penal, procesal, administrativo.

bl La defensa del consumidor y 1& habilitación de las con­
secuentes medidas protectoras, representan, sobre todo, un prin­
cipio rector de la política social y económica que afecta y vin­
cula a todos los "oderes públicos (articulo 51 de la CE). No se
configura una competencia exclusiva. sino un deber general.

el Si una lIorma atribuye competencia a un Ente público
para definir como se han de fabricar determinados bienes, y
qué garantías deben concurrir el: el producto final, no es po­
sible que una norma emanada de distinto Ente determine en
qué condiciones dt:be ser consumido.

dl Condicionamientos perfectamente asumibles a nivel es­
tatal y general, no pueden estimarse correctos desde el pu.n~o
de vista de una legislación territorialmente limitada¡ produclTla
una limitación en el comercio interior. afectando incluso a las
condiciones requeridas para los productos importados. según
convenios y tratados intecnacionales que verian limitada indi·

rectamente su eficacia.
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e) Las medidas' de defensa del consumidor, como las me­
didas de comercio interior en general pueden lr.cidir en la libre
circulación de pienes.

fJ La. ley impugnada genera en muchos casos una situación
normativa de a.bsoiuta indeterminación e inseguridad jurídica,
no compatible con el prinCipio de legalidad.

gl La declaración de respeto El la normativa estatal no se
corresponde con la& intensas innovaciones normativas conteni­
das en la Ley impugnada. ni es posible acomodar los preceptos
impugnados en la previsión de la disposición transi toda sép­
tima. Cuando el Parlamento Vasco legisle, la vigencia de las
leyo::s del Estado, ceden paso a la preferente aplicación de las
normas autonómicas.

el Después de estas consideraciones generales y del aná­
lisis de los preceptos Que el Abogado del Estado considera in+
const.itucionales {Vv antecedente 1l, termina solicitando de­
claremos la nulidad por inconstitucionalidad de los artículos
cuarto. quinto, sexto, en sus párrafos segundo (desde «los pro­
ductos farmacéuticos .. hasta _caducidad.. ) y cuarto (desde «con
caracter general .. hasta .porparte del consumidor o usuario.. ),
noveno, decimosegundo, decimotercero. decimocuarto. en sus
apartados al, cl y el, decimoquinto, decimoctavo, trigésimo pri­
mero y trigésimo seguIl:do.

Segundo.-El Abogado don Carmelo Zamal10a y Astigarraga.,
de los Servicios Jurídicos del Parlamento Vasco, se opuso en
nombre de éste a la demac.da de inconstitucionalidad contra
ks artículos de la L~y 10/1981, de 18 de noviembre, y solicitó
qUe se declare Que la Ley impugnada es plenamente conforme
a la Constitución.

Al En primer lugar, con carácter introductorio, establece una
serie de premis!::l.s sobre las que posteriormente fundamen t80 las
defensas puntuales de los preceptos cuya nuliyad ha sido ins­
tada por el PreSIdente del Gobierno. Estas premisas son las
siguientes.:

a) La defensa del consumidor y del usuario es una parte
de lo que puede da fin irse C('lmo la ordenación del mercado. La
materia de la que se ocupa la Ley 1011981, de 18 de noviembre,
no contiene contornos del todo precisos, al tener conexión con
otros Que se refieren' también a la ordenación del mercado; los
problemas Que su regulación presénta se ven incrementados en
la medida que las normas se diseminan y abarcan campos di­
ferenciados que van desde el derecho civil y mercantil hasta
el penal, sin· olvidar las normas administrativas y procesales.
Los elementos básicos que han inspirado la elaboración de la
Ley, han sido, por un lado ... el articulo 51 de la CE Y. de otro,
los apartados 27 y 28 del artículo 10 del EV. Df>sde esta pers­
pectiva la Ley 10/1981 tiene una triple finalidad: regular la de­
fensa de cOl1sumidores y usuarios en el marco de las compe·
tancias autonómicas; sistematizar las normatiVas tradicional­
mente dispersas que regulan la materia en los diferentes ám­
bitos del derecho positivo; informar a todos los ciudadanos de
sus derechos de consumidores y usuarios, presentando una
especie de carta recopiladora.

bl La LeYes resoetuosa con la Constituci(m y con el Esta­
tuto de Autonomía. En este sentido hay que entender las cons­
tantes referencias a la .normativa vigente.... legislacióD vigente...
etcétera, así como el carácter de la disposición transitoria úni­
ca. Mención especial dedica al articulo 1.0 de la Ley y a" la
disposición transitoria séptima del Estatuto. El artículo 1.0 quiere
si$1;nificar que en las materias conexas en las que la Comunidad
tiene competencia legislativa se mantendrá. la legislación" es­
tatal.

Especial dedicación se hace a la interpretación que de los
preceptos impugnados hace el Abogado del Estado. Parece ló­
gico pensar, dice la representación del Parlamento Vasco, que
las leyes que dicten las Cq¡nunidades Autónomas se entienden
referidas -mientras no se diga otra cosa en ellas- al ámbito
de sus comD~tencÍ'1s. ESea interpretación general de las leyes
en el sentido de entp.nderlas limitadas a su ámbito competen­
cial, implica que aun cuando pueda existir una posibilidad de
interpretación de dudosa constitucionalidad, deberá prevalecer
aquella otn que circunscriba el alcance de la ley a nivel que
le corresponñ8o. Se trata de aplicar el principio de la interpre­
tación conforme a la Co.nstitución (sentencias del Tri'1unal
Constitucional de 2 de febrero y 23 de noviembre de 1981l.

e) Se trata de una ley Que pretende entrar en un terreno
hasta la fecha virgen y que plantea graves dificultades e inte.
ITo~antes. No parece. razonable deducir que sea el deseo del
legislador. en general, conculcar el principio de legaltdad con­
firjendo a la Administración un é.mbito de discrecionalidad am~
p!ísimo, sino más bien hay Que entender que esta materia. por
su novedad, semlleve en gran medida en el teITflno de los
prinr.ipios. la Ley utiliza la técnica de 108 conceptos Jurídicos
indetermin'ldos. Por últImo. la remisión normativa que !le' apun­
tI". en la diSposjción final terc:era de la Ley y las particulares
qu,~ se realizan en algunos articulas se encuentra en lo que
se ha dado en llamar -est{l,ndar normativo discernible ... En todo
ca-;o, las disposiciones necesarias reglamE'nterias habrán de li­
m;t8rse a constituir el comp\~m':'nto indispensable de la Ley.

dl El cauce del articulo 87.2 de la CE es una facultad para
I;'irrr;itar la iniciativa legislativa. Seda 'Doca lógico utilizarle en
p.l é.rr.bito de las ccmpetencias lf'g'islativas propias.

El A continuación el Abog~do del Parlamento Vasco des­
a.rrolla les alegaciones a los preceptos concretos qUe se 1m.
pugn·:-tn:

Art. 4,° Contesta al doble vicio de lnconstitucionalidad adu·
cido por el Abogado del Estado, En cuanto a la impugnación
«por su propia amplitud-, recuerda lo que en las considera~

ciones genenles ha dicho respecto al alcance de las leyes dic­
tadas por el Parlamento Vasco. que deberán ser interpretadas
constreñida!:; al nivel de sus competencias. En cuanto a la im­
pugnación en función del -género .. utilizado, en. cuanto genera
un extensis:mo e insoportable margen de discrecionalidad dice
que no se ha fijado el Abogado del Estado en la matización que
supone el hecho de Que el .. peligro- de los bienes o servicios
está delimitado por unas «condiciones previsibles... Los proce­
dimientos eficaces son los legalmente dispuestos por la norma­
tiva vigente y que en virtud de la transitoria séptima del Es­
tatuto Vasco es la estatal. Esta interpretación se" reafirma en
la disposición final primera que remite en materia de sanciones
al régimen general.

Art. P.o La Interpretación que el Abogado del Estado hace
de este precepto 89 errónea. Las listas positivas aparecen con
una finalidad eminentemente publicitaria de lo legalmente auto­
rizado siendo el procedimiento de inclusión objeto de regulación
posterior. Se trata, también en cuanto al último inciso del ar~

ticuio 5.°. de UDa interpretación errónea de! Abogado del Es­
tado, pues recopilación de prohibiciones dispersas y publicidad
de las listas, no suponen mediatizaciones a la libre -circulación
de bienes en el territorio del Estado. _

Art. 6.° No entraña una novedad. Cualquier producto que
pueda suponer riesgo para la seguridad y salubridad sólo podrQ.
fahr:carse con sujeción a lo reglamentado al respecto, deducién­
dose que estarán sometidos a la reglamentación los Que la ten­
gan establecida, aunque pueda resultar extraño que un producto
que pueda suponer riesgo no tenga una reglamentación, Por
10 que se refiere a las competencias del Estado en la fabricación,
remite a sus anotaciones al análisis del articulo 4,°

Art. 9. 0 Se limita a concretar puntualmente y con carácter
programático, aspectos del derecho.. a la información {artículo 51
de la CElo Se remite, por lo demás, a las consideraciones gene­
rales.

Art-: 12. Se trata de un precepto con un carácter informador
de los derechos de los ciudadanos, de una -definición general
del reconocimiento del derecho del consumidor a ser protegido.
por los dar'l.os causados. El precepto no está. en oposición a las
reg:as dei Código Civil y Código de Comercio, mientras que la
impugnación se basa en una interpretación contraria al prin­
cipio de interpretación conforme.

Art. 13. Los extremos rt¡~ulados en este artículo se inscriben
en el campo de la disciplina de mercado, Ciertamente, no se
entiende. dice el Abogado dél Parlamento-Vasco, cómo puede
impugnarse un articulo en el que se compromete al Gobierno
vasco a orientar su actividad a la efectiva aplicabilidad de la
normativa vigl:'nte y a la consecución de aquella que evite y
sancione orácticas como las referidas

Art. 14 Supone, ante tod.o. una obligación.que debe asumir
el Gobierno vasco para alcanzar los fines que se detallan. Se
hace una mención, ad exemp1um. a la medida del articulo 87.2
de la Constitución E.spafi01¡t. y articulo 28.6 del Estatuto Vasco,

Art. 15. Recoge igualmente una serie de objetivos hacia cuya..
consecución se adoptarán las mt:'didas oportunas. dentro de la
normativ'l, viA'ente. En consecuencil!J. habrá que entender que
si los pod2res vascos se apartan de aquélla ¡Jara conseguir los
fines descritos objetivos. estará incurriendo en ei vIcio que al
precepto se imputa. lo cual no puede ser aceptable a priori,
tod~ vez que la norma impugnada proclama la actuación ad­
ministrativa dentro de la legalidad.

Art. 18. Simplemente se dp-scribe un derecho establecido en
la Constitución (derecho a la información), se~alán:iose un ob­
jetivo a conseguir: el qUe el consumidor y el usuario pllt:'da
disponer de una información adecuada, derecho qlJe pueda
"alcanzarse de diversas formas. Se cita el articulo 2.°, a1 y f),
del Decre'o 2950 de 1975.

Art. 31 y arto 32. En ambos articulas cabe plenarr..ente el
princinio de la ..interpretación conforme... Tiene un alcance me­
ramente recordatorio, sistemático e informador, remitiéndose a
las normas estatales en la materia, Por su parte;-eI articulo 32
supone íntegramente el reconocimiento de las leyes nrocesales
vigentes_ y qUe desde luego puede guardar pl'lraJellsmo con
la modalidad de defensa y reclAmaciones Incluida!'! "-"n lAS 'Oó·
lizas de seguro voluntario de autom6vtles (Orden del Ministerio
de Hacienda de 31 de marzo de 1977).

Tercero.-El Abo,IZado don José J. Portuondo Herrerías, del
D~ .... nrtamf'nto de Justicia del Gobierno vasco, se opuso en nom­
bre de éste a la demanda de inconstitucionaIidad pJ;'omovido por
el GobIerno de la n'ición ('('ntra detf"rminados articulos de la
Ley 10'1981. Desarrolla sus al~¡!aciones en dos partes:' una. bf\lo
el eDf.lZrafe de ob.!lf:'rvaciones generales previas: otra, frente a
los pr<:'ceptos impugnados

Al las consider8ocicnes previas y generales las desarrolla.
en siete apartados, Que pueden resumirse en los siguientes
términos:

a) Señala, en primer lugar, la incorrecta articulación que.
a juicio de dicha. repre5~ntación, hace el escrito de impugnación
entre el principio de congruencia, como principio inspirado.r
de la interpretación jurídica. y el principio de eficacia máXI­
ma de la norma.

b) D::,staca que, a su entr'Oder, la técnica del Gobierno ha
consistido en olVidar que las disposiciones del Estatuto del Con-
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sumidor debe interpretarse en congruencia unas con _otras y
que no cabe aislar una norma del texto normativo en que figura
y el conjunto del ordenamiento en que se inserta. En términos
generales, el Abogado del Estado ha olvidado en la interpre~

tactón la disposición transitoria única del Estatuto del Consu.
midor.

e) La protección del consumidor y del usuario requiere -d~
técnicas legislativas distintas. Con carácter general las medidas
• adoptar son encuadrables en tres grandes categorias:

- Medidas de orientaci6n ylo de vigilancia del mercado.
- Sistema de autorización no s610 de bienes, ómo también de

procesos de elaboración.
.,- Modificación de las condiciones generales de contratación.

Pues bien, dentro de estas grandes categorias la Ley vasca
se inserta en el desarrollo de las dos primeras. Esta es la razón
de ser de la disposición transitoria única: las medidas del grupo
tercero implican competencia estatal: el consumidor encuentra
su protección preferente en la modificación de la legislación
reguladora de los contratos.

d) Ello implica que la protección del consumidor y del usua­
rio tiene limitaciones competenciales. Este reconocimiento ine~

quivoco es a menudo olVidado por el representante del Gobierno
que entra en un 1uego de suposiciones, que tiene como hilo
conductor el aislamiento de la norma.

e) La Ley 10/1981 se dicta en desarrollo del articulo 51 de
la Constitución espai\ola. Este articulo no atribuye directamente
competencias. la deterfinación del poder competente debe ha­
cerse por remisiÓn a otros preceptos.

f} El artículo 139 de la Constitución no constituye una com­
petencia del Estado en base a la libre circulación de bienes.
Contiene un mandato a todos los poderes públicos. No establece
un criterio de competencia.

La expresión del articulo 51.3 de la Constitución espai\ola no
cabe absolutizarla, entendiendo que todos los productos deben
encontrar la autorización para su circulación libre en la Ley
formal.

gJ No es del todo correcta la afirmación de que la Leyes
puramente programática. Un tuicio de esta naturaleza sólo
Se explica por una razonable obsesión mercantilista de la pro­
tección del consumidor: Que la protección más efectiva encuen­
tra apoyo en la modificación de las condiciones generales de
contratación. .

No hay, por tanto, indeterminación normativa. Se trata de
una norma básica de carácter estatutario.

B) Examina a continuación la representación y defensa del
Gobierno vasco las alegaciones del Abogado del Estado respecto
a cada uno de los artículos impugnados:

Art. 4.° En cuanto a la alegación de que se invaden é.mbitos
de competencia estatal, opone que arranca de una suposición no
posible si la interpretación se somete al principio de interpre­
tación conforme. No se justifica la invasión competencial, sino
que se limita a hacer la afirmación.

En cuanto a la acusación de .generalidad., se destaca que
este articulo 4.° 6S cabeza de capítulo, enunciador de principios
generales que luego se concre"tan en otros articulas. Contesta a
continuación a las alegaciones del Abogado del Estado y dice
que la naturaleza del bien o del servicio establece un criterio
objetivo que se enlaza a otro criterio objetivo, las circunstancias
personales del destinatario. Frente .. la alegación de que el
género escogido pugna con la técnica tradicional sobre la ma­
teria que desciende ,a niveles normativos de gran concI'eción,
se dice que no se tiene en cuenta las técnicas juridicas que se
utilizan en la legislación de defensa del consumidor.

En consecuencia, no cabe hablar de margen intolerable de
discrecionalidad. Estamos en presencia de una norma estatu­
taria que configura y explicita el alcance de un derecho cons­
titucional,

Art, 5.° No cabe, en princiJ)io, alegar como argumento a
. favor de la competencia estatar la existencia de la base XXVI
de ,la Ley de 25 de noviembre de 1944. La competencia estatal
resultará de lo que establezca la Constitución.

Aunque se afirmara que del prtncipio de unidad de mercado
y de la Ubre circu:ación de bienes podrla resultar una compe­
tencia implícita para el Estado, la misma no podria tener el
alcance que pretende el representante del Gobierno.

A continuación analiza la estructura del articulo lO, 27, del
Estatuto y, en congruencia., del articulo 139 de la Constitución.
El articulo ..39 no implir.a la existencia de una norma atributiva
de competencia. La competencia comunitaria na del articu­
lo 10.27) tiene los limites que sefiala el articulo 20.6 del Es­
tatuto. El artfculo 139 implica una limitación a la competencia
comunitaria.

El articulo S.O impugnado remite con exclusividad al marco
de la Comunidad AutÓnoma: Sus únicos destinatarios son los
fabricantes vascos cuando venden sus produotos en la Comu­
nidad Autónoma o los vendedores que tienen establecimiento
abierto en Eu:zkadi. Desde la perspectiva de la libre circulación
de los bienes no pueden imponerse condiciones distintas a las
generales a fabricantes de fuera de la Comunidad. Alude tam­
'bién a'los prohlemc.s derivados de la diversidad de legi$lf\ciones.

En cambio la vigilancia del comercio, a fin de evitar la circu­
lación de los no autorizados o que ,los autorizados 'se expidan

en las condiciones legalmente exigibles, es una cuestión dife·
rente que no presenta probiema~ jurídicos competenciales.

Art. 6.° El apartado 2.°, que se refiere a los produe.tos far·
rnacéuticos, incluye la remisión al derecho estatal (arUcu,Q 18.3
del Estatuto y artículo 149.1.16 dt;: la Constituciónl.

En esta mnteria, dada la naturaleza de lo regulado, la re­
misión a norma de carácter reglamentario es obligada. El senti­
do de la norma es: Prohibición de fabricación si no ex:ste
reglamentación, El sistema es el de listas positivas. compJdado
con la posibilidad de listas negativas. Estas con la finalidad de
información y general rapidez de actuaCión.

Art. 9,° El Estatuto parte de que también el tráfico inmo­
biliario, en lo que se refiere a Viviendas, debe entrar en la
órbita de la protección del consumidor. Se ha sei"lalado la insu­
ficiencia del Código Civil para garantizar la posición equilibrada
de las partes en el momeilto de la contratación y las obiiga·
ciones de las partes en garantía de la buena fe y la reciprocidad
de las obligaciones. Pues si se lee el articulo 9.°, en relación
con la transitona única, aparece que la únJea interpretación del
articulo 9,° que no cabe es la que dice·el Abogado del Estado
de que innova el derecho de contratación privada. Podrá decirse
que el articulo 9.° en el contexto de una legislación garantista.
pierde gran parte de su efectividad al estar condicionada la
protección del consumidor o usuario a la necesaria ir..novación
que sólo puede proceder de normas estataleEi. El sentido del
articulo 9.° es que los poderes publicos asumen la obligación'
de orientar al consumidor en algunos aspectos que giran en
torno al tráfico inmobillario. El articulo 9.° s610 puede ser
interpretado en conexión oon la exposición de motivos, el articu­
lo 17 y la disposición transitoria única.

Art. 12, No tiene unsenttdo distinto que el del articulo 4.°:
Definir el alcance del enunciado del capitulo I1 del titulo 1.

Art. 13. Se contempla la simple actividad de ejecución de
legislación que, coDstitucionalmente, sólo puede proceder del
Estado, Detrás del artículo 18 no hay una cuestión menor:
Si se reitera o no legislación sobre defensa de la competencia.
Detrás del articulo 13 hay la voluntad clara del Parlamento
vasco de aplicar el artículo 51.

Arts. 14 Y 15. No existe intromisión en el marco civil de la
libertad contractual. Lo que el artículo 14 sei\ala es la adopción
de medidas por los poderes .públicos para garantizar que los
servicios posventa sean ofr-acidos eh las condiciones que los
mismos e~tablezcan. Se hace una alusión a los principios de
transparencia del mercado y veracidad.

En el articulo 15 no se modifica el principio de libre disponi·
blltdacl ni las condiciones generales ni la libre circulación de
bienes. Lo que el articulo 15 viene a regular es que si se ofre­
cen servicios posventa, dichos servicios se presten en las con~
diciones del compromiso.

Art. 18. Establece el contenido del derecho a la información.
No nos encontramos en una relación de derecho privado.

Art. 31. Su sentido no es otro que el de evidenciar el prin­
cipio general de la responsabilidad por dados. Por ello mismo
entiende que puede ser inconstitucional, citando la sentencia
del Tribunal Constitucional de· 23 de marzo de 1982. Pretende
informar de un derecho. no innovar.

Art. 32. El articulo 32 viene a explicitar la legitimación pro­
cesal de las Asociaciones (articulo 32 de la Ley de la Jurisdic·
ción Contencioso-Administrativa).

Concluye la representación y defensa del Gobierno vasco
pidiendo que se declare que la Ley 10/1981 es c;onforme con la
Constitucióri, a excepción del articulo 31, reiteración innecesaria

. de precepto estatal,

. Cuarto.-El presente procedimiento se inició en virtud de
demanda de la que se ha dado noticia suficiente, de sus ele­
mentos principales y de la argumentación bAsita (ut supra,
primero) y que fue admitida a trámite por la Sección 3.' y
comunicada al Parlamento y Gobierno vascos, a los efectos de
personación, contestación y suspensión de la Ley impugnada
y publicada la interposición del recurso en los periódicos oficia­
les del Estado y del País Vasco. Todo es.to se acordó por provi·
dencia de 18 de marzo actual.

El Parlamento vasco se personó y contestó a la demanda
mediante escrito que entró en este Tribunal Constitucional el
16 de abril último v que hemos resumido en lo que se ha enten­
dido suficiente (ut supra, segundo). También el Gobierno vasco
compareció y contestó mediante escrito que se presentó en este
Tribunal el 14 del referido mes de abril (vv., tercero).

Por providencia del Pleno de fecha 4 de noviembre actual
se sefialó para la deliberación de este recurso el día 18 del
mismo mes, todo ello de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 34.2 de la Ley Orgé.nica del Tribunal Constitucional
(LOTC), día en que se delibero y votó la sentencia.

11. FUND1MENTOS JURIDICOS

Primero.-La Ley 10/1981, de 18 de noviembre, del Parlamento
Vasco. calificada como .Estatuto del Consumidor.. y dé la que
se afirma en el primero .de sus Brtículos que es una ley bá.sica.
que se promulga en ejercicio de la8 compet~nci5.s dcfiniri3s
en los apartados 27 y 28 del articulo 10 del Estatuto del Ppjs
Vasco, no se impugna por el Gobierno de la nación, en la tota­
lidad de su contenido: Son los articulas 4.° 5,° 6.° (pt.rrofos
segundo y quinto), 9.°, 12, 13, 14 (apartados al: cl y ell, 15,
18, 31 Y 32, desde un 9R:é.lisis de las reg:.ls deflnidoras de las
competencias, qUB tienen en los articulos 148 y 149 de lo CO'IS­
tituci6n un marco definitorio imperativo y en el Estatuto del
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País VdSCO su concreción o detezininación., o desde los principio,s
de le:gaidad y seguridad jurídica, qu~ ti~nen su expresIón capl~
tai en el artículo e. c

, 3, dd la Constltuclén, los que se tachan
por C~ :::;'obierno de la na.ción como. contrarios. a' 18. Constitucion.
y por esto se pida deCL6.remOS ~u illconstltucH~nalidad. g~ant1.
zandc: de este modo la primac18 de la ConstitUCIón, segun lo
man"-ian los artículos 27, 28.1 Y 3tl de la LOTe. El Gobierno de
la nación ha limitado el debate y la impugnación a aquellos
preceptos y los poderes públicos vascos que se han opuesto al
re""urSQ (el Parlamento y el Gobierno). al construir su defensa,
han sostenido la constitucionalidad de todos eHos. con la sal­
vedad el Gobierno vasco, del articulo 31, que si bien" entiende
que s~ sentida no es otro que el de evidenciar el principio
general de responsabilidad por daños, admite que pudiera ser
inconstitucional. siguiendo lo que dijo este Tribunal Constitu­
cional en la sentencia de 23 de marzo actual (publicada en el
..Boletín Oficial del Estado. de 21 de abrill. Acotado así el obje­
to del proceso mediante la precisión de los textos en los que
se aprec~a, desde la posición actora 1el Gobierno de la nación, la
lnconstitucionalidad, nuestro enjuiciamiento ha de ser respecto
de indicados textos, pues s610 en la medida que tuvieran que
entrar en juego razones de conexión o consecuencia, la armo­
nía jurídica exigiria la extensión de la lnconstitucionalidad a
otros preceptos de la misma Ley, tal como dispone el !lrtícu­
lo 39.1 de la LOrc.. El enjuiciamiento del texto ha de hacerse
separadamente y lo haremos siguie.odo el mismo orden del
articulado. analizando en cada precepto las razones que han de
llevar a la decisión. Sin embargo. como la respuesta a los pro·
blemas compett'nciales ha de buscarse en unos príncipios sobre
los qUe se ordena la articulaci6n de competenci~s del Estado
y de las Comunidades Autónomas, 66 conveniente que previa­
mente a aquel análisis hagamos unas consideraciones más ge­
nerales, 51 bien en. la medida que resulten provechosas para el
ulterior estudio.

Segundo.-Defensa del oonsumidor (articulo 10,28 del Estar­
tuto del }Jaís Vasco) y mercado interior (articulo 10,27 ídem).
y la competencia exclusiva que dicen estos preceptos. con el
límite q:le respecto a precios. circulación de bienes y defensa
de la competencia establecen, son los títulos competenciales
que se invocan por el legislador V8$CO -y las representaciones
procesales del Parlamento y del Gobierno- para justificar la
Ley. 10/1981, y en especial los preceptos objeto de impugnación.
4esde este aspecto compp-tencial. La defensa del consumidor y.
por pareja razón. al mercado interior es. sin embargo. un con­
cepto de tal amplitud y de contornos imprecisos que, con ser
dificultoso en ocasiones la operación calificadora de una norma
cuyo designio p:.tdiera entenderse que 8S la protección del con­
sumidor. la operación no resolvería el problema. pues la norma
¡;ludIera estar comprendida en más de una de las reglas defini·
doras de competencias. Y esto podré ocurrir _y como veremos,
ocurre en el caso que enjuiciamos-cuando una regla que tiene
por fin la protección del consumidor pertenece también a con­
juntos normativos configurados según un criterio de clasifícactón
de disciplinas jurídicas presente, de algún modo. en el articu­
lo 149, 1. de la Constitución (nos referimos a la legislación
civil. a la legislación procesal, etc.). A esto se une el que la
Constituci6n (articulos 148 y 149) -y dentro del marco estable­
cido en ella, oue condiciona necesariamente el contenido esta­
tutario-, además del aludido criterio de distribución competen­
cial, define competencias atendiendo a lo que es el objeto de la
norma (la sanidad, por ejemplo). Concurren as1 varias reglas
comP7tenciales. respecto de las cuales. en este recurso, deberá
examinarse cuál de ellas es la prevalente y, por tanto, aplícable
al caso. La concurrencia de reglas determinará. en ocasiones la
exclusión de una; mas en otras, la competencia. además de ¿po­
yarse en la definidora de competencia en el sector de la defensa
del consumidor. pod~ Justificarse también por otra regla, lo
q~e . re.fuery.a. la solUCIón. El carácter lnterdlsciplinario o plurl.­
d.lsclphnano <;lel conjunto nonnativo que, sin contornos precisos.
tiene por obJeto la protección del consumidor y también la
plural inclusión de una regla en sectores distinta's. como pueden
ser· !?I ~el consum~ y el de la sanidad, tendrá que llevarnos
a crlterlOS de eleCCIón de la regla aplicable. Por supuesto 'las
técnicas a utilizar para indagar cuál es la regla competeilcial
que debe prevalecer -cuando no puedan aplicarse conjunta­
mente- tendrán que tener muy presente. Junto con los Ambíto.!l
compete~ciales deftn}dos~ la razón o fin de la regla, desde la
persp~ctl~a de distnbuclón de competencias posible según la
Co.'";.stltuclón, L~ garantia de la uniformidad de las condiciones
báSICas en el eJerCIcio. de los derechos. la unidad dp- mercado
y la afectación de :ntereses que e~cedan del ámbito autonómico
son, s~gún entendemos, Um}tes que deben tenerse presentes,
pu~s .'lln ellos la competencia que con amplitud determina el
articulo 10. apartados 27 y 28, del Estatuto debe, en principio,
des.arrollar todo su contenido, Estudiemos ahora, con estos cri-
tenQs, los preceptos impugnados. •

Terc!?ro.-El primero de los artfculos de la Ley 10/1981 que
el Gobierno qe la nación y, en su representación. ~I Abogado
del E~t-'tdo considera incurso en inconS1itucíonalidad as el cuar­
to, primero de los qUe en un titulo. que lleva por rúbrica .dere­
chos del c,onsumidor_. abre el capítulo dedicado al derecho a
la protección de :a salud y la seguridad. El precepto traduce
a un precepto legal el principio que. dentro de los obietivos
tendentes a la protección de la salud y seguridad del consumi­
dor;. o~upa el primer IHgar entre las acciones de un programa
pn:l,l minar de la CEE para una politlca. da protecciÓn y de
mformación de loe consumidores (Journal Ofndal CEE. C.92.

25-4.,.1975). La impugnación no es -resulta innecesario decirlo--"
porque en el eplgr<úa que hemos dicho se proclame el derecho
a la protección de la salud. y segUrIdad de los consumidores y
porque en el principio, en si, ae re?oja. algo que, ~ugne con la
Constitución, pues este texto constitucional. deCIdIdamente eU
el marco de las corrientes últimas en la materia. se orienta
en una línea coincidente con los criterios de la CEE. como PUed8
¡nferirse del articulo 51 de aquélla. al que el articulo 4.° no 58
opone. La impugnación se centra. propiamente. eQ. que al tra­
ducir el principio a los términos de una Ley se hace con UD
grado de· generalización, que si bien ea váhdo en el terreno
de 105 principios. genera una norma con contenido tan amplio
o con tal vaguedad en la formulación de la regla jurtdica que.
puede pugnar con competencias exclusivas del Estado Y. atentar
contra los principios de legalidad ly de reserva de Ley) y de
seguridad juridica. En la primera de las censuras de inconsti·
tucionalidad. esto es, la que se hat:e desde el alegato de la
invasión de competencias del Estado, se acusa la vaguedad de
las expresiones .. bienes y servicios destinados a los consumi­
dores. y ..cualquier peligro. como generadoras de que cualquier
producto. medio de transporte. etc., de los que atañe a la com­
petencia del Estado, podlian ser retirados del mercado o elimi­
nado su UdO, por determinactón administrativa, con claro exceso
competencial. En la otra denuncia de lnconstítucionalídad la
tacha es de que :os supuestos fácticos de la norma general
un margen de discrecionalidad, en pugna con los principios que
antes hemos dicho. El doble aspecto de la impugnación. aunque
con algún elemento argumental común. debe llevarnos a un
análisis sep~rado.

Cuarto.-El artículo 4,° que ahorá estamos estudiando no
contiene unas normas que.... en principio, se presenten como
agotadoras de la regulación de una materia o cuestión. pues,
por el contrario. necesItarán del complemento reglamentario,
indispensable en estas áreas de protección del consumidor y del
usuario. en las que la complejidad técnica, la prontitud de
actuación y las precisiones normativas exígen que la Ley reser­
vada. al menos. a la definición y regulación del contenido prin­
cipal del derecho a la protección de la salud y seguridad de 108
consum.idores v a las directrices de las hmitaciones que ello
comporta en el mercado pueda tener la complementariedad y
colaboración de la producción reglamentaria. Utilizando este
punto de partida, debe entenderse que la primera de las reglas
del articulo 4.° (la del párrafo primero) encierra una implicita
remisión a la5 Regiamentaciones específicas respecto a las con·
dicionas de fabricación. distribución o prestación de bienes o.
en su caso. de servicios. El precepto se llena asi de contenido
y gana en determinación, pues. ante todo. está disponiendo que
los bienes y servicios se presten con sujeción a las Reglamdn­
taciones específicas. las que, por otra parte, no dejan inerme
a los poderes públicos, a los que compete la defensa de la salud
y de la seguridad, cuando situaciones imprevistas amenacen
estos bienes, reclamando actuaciones urgentes y eficaces. La
descripción aqui de las condiciones de suministro o de presta­
ción de loa bienes y servicios. o la utUización de los conceptos
de ..peligro., ..riesgo., ..normal utUización. u otros no puede
deCirse que atente a los principios de seguirdad jurídica o al de
reserva de Ley. que son. en lo principal. los que invoca el Aho­
gado del Estado, para sostener que el precepto -además de
violar reglas competenciales- es inconstitucional, Y es que. 51
bien la seguridad jurídica se enlaza con el principio de reserva
de Ley Y. en sentido más general. con el·de legalidad, y también
la seguridad jurídica requiere certeza en la regla de derecho y
proscribe fórmulas proclives a la arbitrariedad. aquí no hay
habilitación legal para que, mediante Reglamentaciones subor­
dinadas. se incida en áreas reservadas a la Ley y, por otra parte,
desde el aspecto de la certeza. la complementariedad necesaria
de los reglamentos y la utilización de conceptos indeterminados,
como indispensables por cuanto no sQn sustituibles por referen­
cias concretas. desvanece todas las acusaciones que desde la
invocación del articulo 9.°, 3, de la Constitución hace el Abogado
del Estado. Por lo que se refiere al principio de reserva de Ley,
alega el Abogado del Estado que el articulo 4,° de la. Ley 10/1981
deja al Reglamento un ámbito de regulación reservado a la Ley,
que se afirma pertenece al contenido esencial dol derecho de
propiedad (se funda el alegato en los artículos 53.1 y 33 de la
Constitución). bastará recordar lo que antes dijimos respecto
a la colaboración entre Ley y Reglamento y el contenido de la
Reglamentación implícita en el artícuio cuya constitucionalidad
estamos verificando, para convenir que no habilita para esta­
blecer regulaciones reglamentarias que incidan en el desalTollo
de un derecho qUe. como el de propiedad, estA reservado a
la Ley.

Quinto.-:-La amplltud del articulo 4,°. dice el Abogado del
Estado traducción como hemos VIsto, de lo que en la Resolu­
ción del Consejo (de la CEE) de 14 de abril de 1975. se incluye
entre los principies en que deben apoyarse las acciones para.
atender al aDjetIvo de proteccíón de la salud y de la seguridad
de los consumidores, pugna ron competencias exclusivas del
Estado. Y. en efecto, hay que reconocer que si el precepto se
entendiera en el sentido de una afirmación de competencia re·
fcrida, genéricamente. a los bienes y servicios destinados a los
consumidores o usuari08, y que esta competencia habilíta para
reglamentar su fabricación, preparacíón o utilización. y para.
en ejercicio de competencias ejecuti .... as. retirar del mercado el
bien o servíci.o, se estarIa reconociendo una competencia gene­
ral. contra reglas del articulo 149.1 de la CE. '1 las aplicativas
o de asunción de competencias, contenidas en el Estatuto de)
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?afs Vasco, precisamente, por 10 común o genérico de indicado
articulo. La recta inteligencia del precepto, sin embargo, per­
mite constre:ft.ir SU contenido a ámbitos competenciales del País
Vasco. Por un lado, las condiciones en que los bienes o ser­
vicios deben lar suministrados o prestados. son las raglaroen·
tadas en la normativa vigente,. o las que se dicten, por quien
tiene competencia para ello. según la materia de que se trate:
pOI:' otro, dentro de las competencias ejecutivas en materia de
mercado interior, o desde algún aspecto, las más espel;ificas de
la sanidad, corresponderá a los poderes vascos la inspección y
el control y el ejercicio de los poderes inherentes para velar por
la salud y la seg~ridad física.· El articulo 4.". no puede enten~

derse como una habilitación legal de potestad reglamentaria
actuable respecto de toda clase de bienes y servicios destinados
a los consumidores, que permita reglamentaciones especificas
tanto en orden a las condiciones de su fabricación, preparación
o prestación. como a la informadón con qUe deben suminis­
trarse. La potestad reglamentaria deberá limitarse a las com­
petencias autonómicas con el limite, en todo caso, que exija
la unidad jurídica o económica y en especial, la garantia de
la libre circulación de bIenes en el territorio .del Estado y la
uniformidad de las ~ondlciones de vida más allá del territorib
de una Comunidad.. Deslindado así el precepto no es incons­
titucional y si en su desarrollo o complemento reglamentario
se extralimitara el Gobiflmo. vasco, rebasando el marco de la
competencIa que tiene atribuida en su Estatuto, la invalidez
se producirá en la norma reglamentaria. por vulneración de
los preceptos constitucionales Y estatutarios sobre reparto de
competencias.

Sexto.-El articulo S." de la Ley 10/1981. que el Gobierno
de la nación Impugna en su· totalidad, es un precepto qUe en
la tesis del Abogado del- Estado, se enmarca en el ámbito de
la sanidad o higiene de los idimentos. en la terminologia de
la base XXVI de la Ley del 25 de noviembre de 1944. y que,
por esto, la soluciOn -al problema competencial ha de Venir,
preferentemente, de lo que la Constitución (articulo 149.1.16) y.
dentro del marco establecido en ella, el Estatuto de Autonomia
(articulo 18.U, disponen en materia de sanidad. a lo que se
añaden, como argumentos capitales en la tesis del Abogado del
Estado, los de unidad económica y libre circulación de bienes
en todo el territorio de la nación. Como el titulo competencial
que se invoca -por el legislador vasco (véase articulo l." de la
Ley 10/1981l es el de competencia en materia de mercado inte~

rior (articulo 10.27l. y de defensa del consumidor (artículo 10,28),
el análisis. por fuerza, ha de comenzar por la inclusión de
la norma cuestionada· en una u otra regla de competencia, y si
la 'materia resultara comprendida, en principio, en más de una
regla, que no puedan aplicarSe conjuntamente, tendremos sue
estudiar las relaciones existentes entre las reglas concurrentes
con el fin de determinar cuál de ellas es la aplicable para re­
solver el problema competencial planteado, Las reglas que
conciernen a los productos alimenticios, algunas con una fun­
ción pre,rentiva y otras encuadrables dentro de una acción re­
presiva, pertenecen, en una parte importante, a lo que en la
legislación -y aún· en los encuadramientos doctrinales de lª,
sanidad-, se estima como propio de la sanidad de la alimen~
tación. Cierto que dentro de lo que se designa como disciplina
de la· protección del consumidor y para algunos derechos del
consumidor, -entendido en una acepción válida como conjunto
de reglas _Iurfdicasque tienen por objeto proteger al consumidor,
podrán integrarse las aplicables a· los productos alimenticios,
en cuanto constituyen -parte esencial de la protección de la
salud, Que la protección de la salud, y dentro de este marco la
disciplina de los productos alimenticios, es algo incluible dentro
del conjunto de medidas de protección del consumidor, es co­
múnmente aceptado. sin que sea menester, para apoyar este
asert.o, recordar aquf textos legislativos propios o regulaciones
o resoluciones supranacionales, y consideraciones disciplinares,
respp.cto a lo que se ha dado en llamar derecho de los con~
sumidores. De todo ello ~ulta que la disciplina sanitaria de
los productos alimf'>ntic1os puede ser comprendida en los titulas
competenciales sobre sanidad (en el Estatuto- Vasco, articulo
18,U Y en los títulos competenctales sobre defensa del consumi~
dor (también en el Estatuto, el articulo 10,28), El carácter es~
pecífiCo de la sanidad, respecto del plural de la defensa del
consumidor. determina qUe la inclusIón en regla de m~ amplio
alcance-. debe ceder ante la regla más especial, y, por tanto, la
dI?! preferente aplicaMón debe ser aquf la del articulo 18.1 del
Estatuto. Como en materia de sanidad, corresponde al País Vasco
el de"alTollo legistativo y la ejecución de la legislación bé.sica
del Estado, dentro de 1& previsión constitucional de los ar~
tfculos 148,1.21,'" y 149.].16.·, tendré. qUe estudiarse ahora si la
impugnada norma na del articulo S,"l puede legitimarse en
esta regll'1 de atribución de competencia.

Séptimo.-El articulo 5.°, en la primera de sus reglas, re­
cuerda uno de los prin.Cipios que. dentro del objetivo de pro­
tección de la salud y de )a seguridad de los consumidores, se
ha formulado en el ordenamiento jurfdico de la ,CEE (.-cJoumal
Officiel,., C. g2, 25-4-1975), hasta el punto de que sus redaccio­
nes guardan una aproximación en lo principal. Se trata de
establecer con un carácter de generalidad que respecto de los
productos alimenticios debéré.n definirse y reglamentarse los
ingredientes, componentes y aditivos utilizables en la prepara­
ción o fa.bricflción de aquellos productos, y a este fin, mediante
una re¡:::amentación autonómica 8e establecerán listas positivas.
La cuestión, dentro del marCa corr.pctencial que hemos esbozado,
en lo menester, en el fundamento anterior, se reduce a deter-

minar, ante todo, .¡- la regla tiene el caré.cter de básica, esto
es, sI pertenece a lo que pueden considerarse directrices prin­
cipales de la sanidad alimentaria y, por esto, aunque legítimas
desde una valoración material, deben emanar del legislador
estatal. El precepto constituye una formulación general que
tendrá ·su complemento indispensable mediante una reglam,=,nta­
ci6n definidora de ingredientes, componentes y aditivos utili­
zables legalmente en la fabricaCión y preparación de productos
alimenticios La formulación de tal precepto y el establecim;r.;nto
del sistema de listas positivas, con el complemento, en su caso.
de listas negativas. en los términos que dice el apartado último
del articulo 5.°, y las reglamentaciones de productos alimen­
ticios objeto de regulaciones especificas de aplicación en todo
el territono nBeional pertenece al área de la competen~ia es­
tatal, porque sobre indlcada regla de definición y reglalíh"n­
taeión de uso de ingredientes, componentes y aditivos, y sobre
la concreCIón de esta regla respecto de productos alimeht¡C1C/s
con un mercado que excede el Ambito de la Comunidad Autó­
noma, se asienta. uno de los puntos ccpitales del sistema dG pro­
tección de la salud en materia aUmentaria. Por lo que n:specta
a la competenc1a de las distintas Comunidades en esta materia,
podrán, en la medida qUe haya sido asumida en los respectivos
Estatutos, desarrollar y ejecutar la legislación del Estado, con
competencias que, aparte de las organizativas e inspectoras, no
excluyen regulaciones sobre productos alimenticios especifj('os,
dentro de las prevision'f'S bAsicas de la Ley estatal. Por otra
parte, diferenciada de la que hemos considerado hasta aquí
en el marco de las competencIas en materia sanitaria, no po­
demos eludir una referencia a la libre circulación de los bienes
como limite a las oompetencip.s autonómicas en materia de
comercio interior (art, 10.27 Y 28 del Estatuto del País Vasco),
y es que, además de la necesidad de una regulación estatal
en materia de sanidad alimentaria, que con el carácter de lo
básico extienda su vigencia a todo el territorio de la Nl:lción,
no es ajeno a la unidad de mercado, y a la libre circulación de
bienes, la intervención en materia alimentaria. mediante defi~

niciones y reglamentaciones de usos de las sustancias y pre­
-parados. componentes o aditivos de productos alimenticios, por~

que el establecimiento de reglamentaciones diversas puede pro­
vocar distorsiones en la unidad de mercado.. Las competencias
estatales en materia de sanidad alimentaria (art. 149.1.16,8 de la
Constitución y arto 18,1 del Estatuto del País Vasco) y el lí~

mita de las competencias autonómicas ~n materia de comercio
interíor para salvaguardar el principio de libre circulación de
bienes (art. 10.27 y 28 del Estatuto), son asi dos criterios con­
currentes de los que deriva por razones' competenciales la in­
constitucionalidad del artículo 5.° de la Ley 1011981 del Parla~
mento Vasco. La inspecci6n sanítaria y la vigilancia del ca­
marcia, para prevenir o reprimir la circulación de productos
no autorizados, o de los autorizados que no cumplan las con~
diciones reglamentariamente exigibles, es otra cuestión sobre
la que podrA y deberá proyectarse la competencia autonómica,
a tenor de lo dispuesto en los articulas 10, apartados 27 y 28, Y
18. apartado 1.0, del Estatuto del País Vasco.

Octavo.-De tocio" el contenido del artículo 8.° de la Ley 101
1981 la impugnación que defiende el Abogado del Est~do, se
limita al precepto que se refiere a los productos farmaC6utlcOS
(párrafo segundo) y al precepto que con carácter ¡eneral trata
de productos que puedan suponer riesgo para la seguridad y
salud de los consumidores (párrafo 'Último). Del primero se
dice _y de aqui la aCusa.ci6n de que infringe una regla c!Jm­
petencial- que la legisláción sobre productos farmacéuhcos
pertenecGl a la competencia exclusiva del Estado (art. 149,1,16 de
la Constitución). Como el Etsatuto del Pais Vasco asume y de­
termina competencias en materia farmacéutica en dos artículos
(arts. 10,15 y lB.3l, es menester el estudio de estos preceptos,
dentro del marco establecido por el citado articulo 149.1.16,
porque la regulación autonómica, de obligado sometimiento a
la norma constitucional, ha de hacerse, como dispone el arUcu~
lo 147,2.d), .dentro del marco establecido en la Constitución~.
Un primer y sólo examen del artículo 10.15 del Estatuto podn.a
hacernos suponer que en materia farmacéutica compete al Pals
Vasco además de la competencia ejecutiva de la legislación
del Es'tado, en los términos que definen los artículos 18.3 y 20.4
también del Estatuto, una más amplia de ordenación compr~n­
aiva de los productos farmacéuticos dentro de lo que se dehne
como _ordenación farmacéutica,., en un enunciado general de
competencias exclusivas, si bien condicionada por lo que esta­
blece el mencionado artículo 149.1.18 y teniendo en cuenta: lo
dispuesto en el artículo 18 del Estatuto. La ordenación jurídica,
referida a un sector, como es el que ahora considera~os, el
farmacéutico, ~e opera mediante instrumento~ normativos de
los que la Leyes el primero y supremo -sujeto a la norma
oonstituc1onal- integrador de 1& oidenación, y los reglamcn~Qs,
el complemento necesario de esa integración de la ordenaCión
farmacéutica, Que el articulo 1.0.15 del Estatuto ':10 es una.
regla de asunción de competencias de la .-corde.naclón farma­
céutica:o comprensiva de los productos fdrmacéutIcos tln el sen~
tido de comprender la legis.lativa es algo que se.deduce con
facilidad de lo que antes hemos dicho raspec,to al ar~I9ulo 149,1.16
de la Constitución y de la primacía. e lMperahVldad de la
norma constitucional. La comprensión del precep.to (el, del ar­
tículo 10,15) se hace dificultosa, s1n em.bargo, Sl parbmos A de
que el vocablo legislación cuando se utilIza en el articulo 1.9,1
de la. Constitución. como precepto referencial par~ res~rvar al
Estado toda la legislación, referida a una ma.terla, ~s en, su
acepción matflrial y no en la f('rmal, constre~lda a las l!'/(~,
en la acepción de normas que emanan de qUIenes ostentan 1



18 29 ílldemlire 1982 BOE.-Supl. al numo 312

púd.;.;r j.:"gislativo.. .o de quienes. por excepción o por delegación,
pu,:ci.:n producir normas con valor de Ley, comprendümdose
icl;r.G:en 10S re¡s:lam€ntcs de acsii\IToUo. complemtintanos o ¡nt&­
8faGOreS .JE la ordenacion de ~ue se trate (como dijimOS en la
s-';LL~;~cja de 30 de junio de 1992, ¡:;ublicada en el .Boletín Oficia.!.
d81 edado.. de 16 lile julio). Si ~a edición de normas juridicas que
di:.::iplinen el ré'6'imen de los productos farmacéuticos compe­
ten al Estado, y en esta área el PalS Vasco es titular de una
cOIT.pet2n::ia ejecutiva, pero 00 normativa, habrá que entender
que en la regla del. artículo 10.15 no se asume ninguna compe-'
tencia normativa de ordenación de los productos farmacéuticos.
Como el precepto cuestionado en el presenta recurso se contrae
a 1GS productos fa.rmacéuticos, & su régimen de envasado y a
la ii1formacio.n sobre su comp~sición, condiciones terapéuticas,
contrutndIC~l?nes. modo de empleo y. caducIdad,' tendrá que
c~tud.larse 51 ¡ti_traduce en el ordenanuento juridico farmacéu­
tico ll¡la norma que en cuanto emana de una instancia legis­
latIVa que por razón de 1& materia carece de competencia in~
cunir;a en uuadad. .'

.E~ articulo 6.° de .la Ley 10/1981 (en el párrafo que estamos
enjuIciando) no contIene un precepto que imponga un régimen
de LOS productos farmacéuticos, introductor de un .novum. en
la ordenación, reservada al Estado. El precepto &e remite a
cuanto esté legislado, concepto comprensivo de la legislación
estatal, de modo que entendida la remisión a cuanto esté le­
giSlado, o a lo qUe se' legisle por el Estado, no incurre en in~

comp02tencia, tal como decimos al estudiar otros artículos de
la L:y 10/1981, en los que t{l.mbién hay una remisión a la nor­
mativa vigente.

~oven~,-Deciamos que otro de 108 preceptoa impugnado,
comprend.ldo en el articulo 6.°, es el que, con carácter general
trata de productos que puedan suponer riesgo para la seguridad
y la. salud de los consumidores. La fabricación y la distribución
de cualquier producto que pueda entrañar un riesgo queda
sometida, en la inteligencia del precepto, a la disciplina que el'
mIsmo estabiece, y que se proyecta, en la vertiente de la fa,.­
bricación, en que tendrá que sujetarse a lo reglamentado al
respecto. y en lo que atafte a la distribuci6n, en que deberá
ofr-.::erse la información que garantice su correcta utilización
Si ~ re~la pudiera reducirse a 108 productos cuyo proceso de
fabricacIón queda' sometIdo a la ordenación del País Vasco-y
no SE' entorpeciera la necesidad de regulaciones que -garanticen
la unidad económica o la uniformidad de las condiciones de vida
más allá ~el territorio de una Comunidad_ podría eludirse la
tacna d,:, Incompetencia, pues que el País Vasco para procesos
de _fabrIcac,.ón de prOd.~ctos que' entratien un riesgo, y que
estan sometldos a su diSCiplina jurídica, los someta a previa
reg.lamentación, con el efecto iLherente de prohibición, y lo
que esto conlleva en, orden a su ilícita circulación no serfa
más que un legítimo -y hasta obligado- efercicio de una po­

,testad tendente a velar por '..a segurir;tad y la salud de los
ciudadanos, mediante·una reglamentación que tiene en la ley
su cobertur~,.y e,n los reglamentos, necesaria concreción, para
qUe el eJerciCIO smgular de la mtervención administrativa pU&o
da desenvolver:se dentro de los limites que, por su propia na­
turaleza, requiere el poder de poUcía. El reglamento como
i~s.trumento jurídico que desarrolla y complementa la ley, de-­
fImendo. procesos o productos con potencialidad dat\osa para
l~ segundad y la salud, acudiendo a la técnica de lista nega­
tIva, o c.ualquiexa ot,ra efectlVa para el obJetivo bUscado, podría
ser medIO de confenr certidumbre a la regla cuestionada desde
los dos aspectos denunciados por el Abogado del Estado: el
carácter general para cualquier producto y el de 1& prohibición
de. fabricación, si no existe reglamentaci6n. El precepto, sin
embargo. no acota la materia desde los dos puntos de vista, a
los que estamos aludiendo. pues ni se concrota a los prodUctos
cu~o proceso ~e fabricaci6n esté sometido a la competencia del
Pals Vasco, Dl remite & la reg1,amentación ulterior bien del
Estado o del País Vasco, segUn las re;las del reparto de com­
pete.ncia, la dete:minaci6n de los productos que puedan suponer
el riesgo que dIce el preeopto. Con esta generalidad. el pre­
c~~to sólo pu~e emanar del· Estaao. pues así lo exige la pre-­
CISIón en el eJercicío de las competencias y lo demanda la
garantía de la uniformidad de las condiciones de vida mAa
all~ del ttllTitorio de Wla Comunidad Autónoma. A este cri.
t€no, por lo demAs. responde lo que hemos dicho al enjuiciar
el artkulo 5,0
, D~cimo,-El artículo 9.° de la Ley 1011981 S8 estima incons­

titUCIOnal por el Abogado del Estado desde dos planteamientos:
el competencial, para lo cual pe.rf;4J de que el precepto intro­
duce una obligación en el marco· de las relaciones contractua­
les privadas, y el de 1& Indeterminación de los. obligados, g&o
nerlldora .de ~ tratamIento que no puede ser igual para la
emprasa .lmo~l1Iarla y para el cedente particular, El precepto
en cuestIón mcorpora. efectivamente, al conjunto nonnativo
d-estlnado a la defe~sa del consumidot, el tráfico inmobiliario,
t~nt.o en su modahdad de adquisición como en la de uso o
d¡'>frute, en su varian1:e:de·oferta y contrataci6n generaliz.ada.
Que ~l, objeto.de protecCIón del consumIdor o usuario comprenda
t~mb1en los mmuebles es algo que no pugna con la normati­
Vld"ld Inmanente 9. lo que se define en el artículo 10.28 d91 Esta­
t~to Vasco, dentro del marco cODstitucional deCinido en el ar­
tIculo 3~ La peculiaridad del negocio inmobiliario aislado ajeno
a E'.("tJvldades empresanales inmobiliarias, en que se realiza
~n:l ofert,a y contratación generalizada. excluye del ámbito de
lOtr'rVi'mt:lón r,n el &.rea de la protección del consumidor a aque­
llas OpAraciones aisladas. no imputables al tráfico de una em~
pre3a inmobiliaria. En realidad, el objeto de 1& legislación es

el 'comercio interior, desde 1& perspectiVa de la- defensa del
consumidor. El articulo 9.° procla.ma un derecho, que la con~
junta interpretación de este precepto y del artículo 2.0 enseña
que corr~sponde a toda persona que adquiera, disfrute o uti~

lice para uso personal, familiar o colectivo una vivienda, siem­
pre -por lo que acabamos de declr- que el transmitente o con.
cedente sea una empresa que en el mercado oferte estos bienes.
El precepto, aunque otra Cosa se haya dicho en el debate pro-­
casal, no es sólo un reconOCImiento más o menos abstracto del
derecho de información, sino una obligaci6n concreta y espec1·
Cica de recibir una infonnación veraz sobre características, ca~

lidades. condiciones sobre los biE:·nes ofertados. que asegure. a
quien contrata, que lo hace conociendo lo que compra o arrian·
da o recibe mediante las varias modalidades contractuales apli.
cables en el Area del tráfico inmobiliario. El que en la publi­
cidad y en las ofertas al público se imponga mediante una
disposición ce rango suficiente, como es, innegablemente. una.
Ley, el que dehe facilitarse esta información. es algo que puede
encuadrarse en f6rmulas jurídico-administrativas de carácter
específico a través d~ las cuales se protegen los intereses del
consumidor o usuario. Si _laa viviendas deben cumplir unas
normativas de calidad y están sujetas a. reglamentaciones de
distinto orden (como son la seguridad, servicios, salubrIdad),
y la competencia en este punto corresponde a los Poderes auto­
nómicos (así, artículo 1-48.1.3,- de la Constitución y artículo 10,31
del Estatuto del País Vasco), podrá también imponerse que loa
que oferten viviendas, esto es, los que ofrezcan en el mercado
inmobiliario la venta, el arrendamiento, etc., de viviendas, es­
tán obligados a .facilitar información veraz sobre las caracteris­
ticas, ca1idades y condiciones de las mismas. En la inteligencia
del precepto se trata de una obligación ·concreta y específica
impuesta al empresario en defensa de intereses colectivos, orien­
tada, sobre todo, a ia protección del mercado y que dará lugar,
en su caso, a las medidas que- dt:"ffianden esos intereses. y cuyo
incumplimiento o cumplimiento defectuoso, si se celebrase el
contrato, y se originara W.na lesión con imputación en la falta
de información o en la in(ormac:ión defectuosa. tendrá el tra-.
tamiento, y los remedios, que disponga la legislación civil co­
mún, El que los consumidores ¡:..uedan t<mer eeceso a los datos
que tenga la Admmistración respecto a una materia. como la.
de construcción de VIviendas, sometida al régimen de licencia.
y de inspección oficial, es otra cuestión, que se comprende den­
tro del deber de facilitar información a los 9iudadanos que
corresponde a las Admmistraciones Públicas.

Undécimo.-La, protección de los in.tereses económicos es -si
atendemos, el epigrafe del capitulo- el contenido del que, en
la Ley 10/1981, lleva el número dos, y que comienza con el
articulo 12. Prescindiendo de los articulas 16 y 17, últimos del
capítulo, todos los otros, en los qU8' se descubre una directa
inspiración en un texto supra.nacionaI (la resolución del Con­
sejo de la CEE), se estim~,n que violan las reglaS constituciona~
les de competencia, aunque --esto se colige con facilidad- se
ajustan a los principios constitucionales que proclama el ar­
ticulo 51.1. Los articulas impugnados son el 12, 13. 14 Y 15; de
ellos, el primero, con una redacción muy próxima a la de uno
de los principios del texto de la CEE, lo que hace es establecer
que los consumidores o usuarios deben ser protegidos contra
los daños causados a sus intereses económicos por bienes de­
fectuosos o por servicios insatisfactorios, configurándolo como
un derecho, si bien sin descubrir la norma todos los elementos
integradores del dl;)recho El precepto, si se quiere ver en él la
configuración de un derecho, adolece de -una indeterminación
que dificulta su inteligencia, pues si bien el sujeto queda de­
terminado (el consumidor o usuario) y se define el elemento que
genera el deber de protección (el daño) cuando éste obedece a
una causación con orig.3n en una prestación defectuosa (pro­
ducto defectuoso o servicios insatisfactorios), los otros elemen­
tOB que complementarían la regulación del derecho, cuales son
la protección. el sujeto obligado y, en su caso, los criterios de
imput!\ción. no están implicitados. Si 1& protección a la que
se refiere el precepto se traduce en una prestación de resarci­
miento o de. indemnización. y ésta es a cargo dol que fabricó,
o del que suministró el bien o de quien prestó el servicio, la
regla es de responsabilidad civil, precisada de interpretaciones
o de integracion{!s que resuelvan prQblemas de imputación y
otros, Desde esta inteligencia del precepto,. su enjuiciamiento
atendiendo a criterios competenciales. esto es. el de si se trata
de norma reservada a la competencia del Estado, tal como es­
tablece el articulo 149,1.8.- de la Constitución, la cuesFón que
se plantea no es distinta de la que suscita el artículo 31 taro·
bién impugnado en el presente recurso. La defensa proc.esal del
Parlamento y del Gobierno Vasc.:o h,Sn atribuido al precepto en
cuestión la significacIón o la función de definir el alcance
del enunciado del capitulo o la de un carácter informador o de
un reconocimiento abstracto y general del derecho del consu­
midor a ser protegido por los daños que se le hayan causado.
Que el precepto no tiene el sjmple objetivo de definir el al­
cance del enunciado del capítulo 11, resulta claro, pues los
otros preceptos proclaman otros principios o, en su caso. re-­
glas. que~i bien se insertan en un cuadro común de protección
de los consumidores, no son desarrollo del articulo 12. El pre-­
cepto en cuestión no puede ser mterpretado como reconoclmien­
to de un a.bstracto derecho a la protección- y, por el contra.do,
se comp¡':mt'nta o int.egra con la norma del az:ticulo 31, de
modo que la decisión que se adopta. respecto de este' precepto
.--que es la de Que invade comptltencia esta.tal- tiene que ex~

tenderse al que ahora enjuiciamos.
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DuodéCimo.-El esquema del art(culo 13 de la Ley 10/1981
presenta dos partes claramente distintas. La primera parte
proclama que los compradores de bienes y los usuarios de servi~
cios estarán protegidos contra las prácticas abusivas y luego
enumera en fórmula abierta, modalidades contractuales, méto·
dos de venta y las condiciones que pudieran entraftar prácticas
abusivas. La segunda parte ord~na a la protección que dice el
articulo en su enunciado primero unas medidas: la efectiva
aplicación de la normativa vigente y la consecución de ,quella
normativa qua evite y sancione las prácticas rectrictivas. El
mandato contenido en esta segunda parte del precepto, dirigido
al Gobierno Vasco para que oriente su actividad a la efectiva
aplicación de la normativa vigente en materia de prácticas
abusivas de venta y a la consecución de una normativa que'
evite y sa,nciane prácticas abusivas, no constituye en si misma
una ingerencia en la competenCia exclusiva del Estado en ma­
teria da legislación civil. La excitación' al Gobierno Vasco para
que se oriente- en esta doble actividad -una, ejecutiva, y otra,
de promoción legislativa- podrá acaso decirse que, en el pri­
mero de sus pronunciamientos, es una reiteración en este cam~

po de la protecci6n al consumidor, y en particular. en el de
la contratación, del principio gelleral que impone a los poderes
públicos, corno deber especial inexcusable, el cumplir y hacer
cumplir las normas, en Jo que corresponda a su ámbito com­
petencial; y en el segundo de indicado mandato una precisión
innecesaria, ya contemplada en la que se califica de transitoria
única de la misma Ley y que es un reconocimiento expreso que
hace el legislador vasco de la competencia estatal en materia
de contratación, Este doble mandato que encierra la regla que
estamos ahora estudiando no está ~esde este aspecto, y tam­
poco desde el que destaca el Abogado del Estado- incurso en
incompetencia. Otra cuestión es la que plantea la primera parte
de] articulo 13 y no por el reconocimiento abstracto del prin­
cipio de que el comprador o el usuario debe estar protegido
contra las prácticas abusivas de v.enta, prinCipio general oon
cuya proclamación no se asume una competencia en detrimento
de competencia estatal; la cuestión &e suscita por la determina-

. ci6n de lo que debe entenderse por Cláusulas. modalidades con­
tractuales y métodos de venta que pueden generar practicas
abusivas, con lo que est.o significa en distintas áreas del de­
recho y desde luego, del derecho de contratación. Si la deter­
minación de lo que puede considerarse abusivo, con el carácter
de generalidad que es inherente a la regla de derecho que
emana del legislador, corresponde al Estado o a la Comunidad
Autónoma, en el campo del derecho de la contratación, es el
punto central en el enjuiciamiento de constitucionalidad del
articulo 13.

Dechnotercero.-Como puede verse, el articulo 13 previene
contra prácticas abusivas que pueden producirse en las moda­
lidades contractuales que recoge .en su apartado al o en las
ventas en que se limiten la libertad de elección (apartado el
o las ventas por aceptación tácita (apartado dl. La verdad es que
en todas estas vanantes contractuales la libertad del consumi­
dor o usuario está restringida Y. posiblemente, reclaman solu­
ciones legislativas que disciplinen estas operacIones. cada vez
más preseontes en el mercado. Los principios proclamados en
los apartados 1 y 3 del articulo 51. y lo que dispone el_articu­
lo 53.3, los dos de la Constitución, son previsiones constituciona­
les que obligan al legislador. El artículo 13, qUe ahora estamos
enjuiciando. revela una prevención hacia algunas. modalidades
contractuales o hacia 'algunos métodos de venta (apartados a,
d y e), ppro ni prohíbe ni' disciplina el contrato tipo previa­
mente redactado, O las ventas a las que alude. Si las cosas se
miran con alención, en los indicados apartados del articulo 13
se descubre una prevención hacia modaUdadf's contractuales
en las que el consumidor o usuarió se encuentra en posición
de desigualdad o de limitación de Ubertad. y se advierte que
son propicias a prácticas abusivas, frente a las C'..lales el con­
sumidor y el usuario debe estar protegido, mlls no se contte.ne
una disciplina de estos contrates o se articulan dispcsitivos
preventivos Q oorrectores de los eventuales abusos a que pueden
conducir. Previene contra las prácticas abush'as, dice que el
comprador ,o usuario estará protegido con1t'R est~.s prácticas.
mas ni prohibe. ni disciplina ni sanciona -el precepto en cues­
tión- los contratos tipos con contenido unilat'eralmente regla­
mentados o contratos preformulados, y las modaUdfldes de venta
limitativas de la libertad de elec-ción. Lo que dice el precepto
es que son susceptibles de entra:t'l.ar abuso y, por el1o, los po­
deres públicos vascos -en la medida de su competencia- de­
ben orientar su actividad a la etectiva aplicación rle la norma­
tiva vigente o a la consecusión, de aquélla que evite y sandone
prácticas abusivas.

Decimocuarto.-En el articulo 13 puede descUbrirse también
que aborda. cgn fórmulas más o m~nos abstractas, el fenómeno.
capital para la defensa del consumidor o usuario, de las cláu­
aulas abusivas. En este articulo se configuran preceptos defi­
nitorios que, con un carácter de generalidad, proscriben las
cláusulas _q\l~.. .I'es.ulten le.sivas. o sImplemente abusivas para el
consumidor (apartado-- t) -el -\as--iibusivas --oe1'· crédito íaparia­
do cl. pero también sanciona determinados tipos de cláusulas
abusivas como son las exclUYentes de derechos irrenunciables
(apartado b), Si los weceptos tuvieran que interpretarse en. el
sentido de, que establecen' una regulación sobre 10 que debe
entenderse por cláusulas abusivas en la. contratación, introdu­
ciendo en este área del derecho innovaciones en lo que es-y
debe ser- una regulación general, como comprendida en 10
que dispone el articulo 149.1.8.- de la Constitución, la conclu~

si6n tendría que ser la de negar competencia al lcgis~fdor

vasco, pues el tratamiento de la materia, Y las solucicn,.s ul
respecto, deben ser una, Y la misma, para cualquiEr parte d'.']

territorio del Estado, El decidirse por la técnica de la cláusula
defmitoria general, entendit:ndo q.ue son abusivas aqutlllas que
entrañan en el contrato una P05liciÓn de desequilibrio un el
comportamien~o contractual en perjuicio de los consumidores,
o por la técnica de listado de cláusulas abusivas. o por la de
complementar la cláusula general definitoria con una lista de
cláusulas abusivas, y cual es la sanción que comportan -q ue
son temas capitales en el Derecho de la contratación-o requie­
re regulaciones uniformes. sin que pueda invocarse el titulo
competencial del articulo 10.28 del Estatuto del País Vasco. pues
prevalece aqui el preferencial del precepto consUtucional que
hemos dicho, a CUyo tenor el Estado ti~ne . competencia exc;u­
siva en materia de legislación civil, a salvo la propia d(' la
Comunidad Autónoma en el ámbito del Derecho civil, foral o
especial. La regulación de las condiciones generales de con­
tratación o de las modalidades contractuales corresponde al
legislador estatal, Y así se reconoce por el legislador vasco en
la que se incluye como disposJción transitoria única en la
Ley 10/1981. Considerados los apartados. que hemos dicho tb.
.c, y f) en el conjunto del articulo 13. y en el conjunto de la
LeY de la que t&mbién forma parte la que califica como tran­
sitoria, puede lnferirse que por el legislador vasco no se reivin­
dica. Y ejerce, una comp¡;¡tencia legislativa en orden a la de­
terminación' de las clé.usulas abUsivas. y la sanción qUe com­
portan; el objetivo del precepto, como decimos en el funda­
mento jurídico que antecede al presente, es comprometer a los
poderes vascos, en orientar sU actividad a la efectiva aplica­
ción de la normativa vigente o a la consecución de la que evite
y sancione prácticas abusivas, normativa que. en los términos
qUe hemos dicho es la estat.al. Asi entendido el articulo 13 no
está viciado de incompetencia, aunque. para completar su aná­

-lisis, tenemos que examinarlo desde el motivo que, principal­
mente alega el Abogado del Estado y que es el de la legisla-
cIón sobre defensa de la competencia. a la que se alude, en el
articulo 10.27 del Estatuto del Pais Vasco, como competencia
no atribuida al legislador vasco.

Decimoquinto.-El articulo 10.27 (y también el art. 10,28)
del Estatuto del Pais Vasco excluye de la competencia atl'ibuida
a esta Comunidad, en el marco de 10 previsto en el artícu­
lo 149.3 de la Constitución, la clegislación sobre defensa dE' la
competencia-o Seria equivocado ceflír esta reserva a lo a~otado
en la Ley. hoy vigente. 110/1983, de represión de prácticas res­
trictivas dé la competencia, pues ha de entenderse que com­
prende toda la legislación ordenada a la defensa de la libertad
de competencia, mediante la prevención Y. en su caso. la re~
presión, de las situaciones que constituyan obstáculos creados
por decisiones empresariales para el desarrollo de la competen­
cia en el mercado. La colusión o el abuso· de dominio en el
mercado puede crear ciertamente. restricciones en per1uicio de
los consumidores. , desde esta perspectiva se inserta tal legis­
lación también en el área de la defensa del consumidor. anarte
BU objetivo de defensa de los empresarios contra prácticas,
&cuerdos conductas o actuaciones atentatorias de la libertad
de compétencia. Una posición de dominio en el mercado puede
generar prácticas abusivas para los intereses de los consumi­
dores mediante la incorporación al contenido contractual de
técnicas de imposición de una contratación tipo, o de otras,
a través de las cuales se restrinja la libertad de contratar, mAs
la previsión frente a tales conductas..con origen en una post·
ción de prepotencia en el mercado frente a los consumidores
o usuarios, los mecanismos -aparte los que puedan operar en
el marco de' la le¡;¡tslaclón.de la defensa de la competencia- son
los que se Insertan en el marco del derecho de contratación
en orden al control de las cláusulás en los contratos de adhe·
sión, a la determinación Y sanción de' las cláusulas. abtlSívas.
al régimen de las condiciones generales y. en defmltiva. al
reforzamiento del Derecho imperativo all1 donde los interf'ses
colectivos los demanden. Corno la materia comprpndida en el
articulo que ahora estamos examinando se comprende en este
ámbito -y no en el de la legislación de defensa de la com~­
tencia- no puede decirse que incida en Incomnetencia por
invasión de 10 regervado al legislador estatal. a tenor del ar­
ticlJ10 14Q.3 d~ la Constitución en relación con el articulo 10.27
del Esta.tuto del Pais Vasco. '

Decimosexto.-EI artfculo 14 se cuestiona, no en la totalidad
de sus rflglas; son las de los apartados 8. c Y e las qu{' el Abo­
r,edo del Estado impugna como contrarias a la libertad con­
tr!ictual. Por supuesto, la lnconstitucionaUdad de ·que se arus.a
a est'ls reglas no es, obviamente. porque escape a la ~isPOn1­
bl1i~ad del leJrislador el imponer unas re~las imperattves de
obJi~ada incorporación al contenido contrar:tual, cuando nostu­
lados sociales y económicos requieren le~itim9mente la orflteC·
ción de intereses de los consumidores. La tacha que se hRroe
a lAS indicadas ret!"las ha de entendt!rse QUe es porque sie-nifi­
can una. penetración en el derecho de los contratos Que sólo
tlbt-ei- téltisladm' -estatal-al que compete la legisla.ción civil
en los términos que dice el aniculo 149.1.8.- de la Const~tu­
ción- podrá hacerse. La cuestión propuesta, al igual Qlle en el
anAHsls de otros precentos de la Ley impugnada, se sltí'a aoui
en lo que debe entenderse como propio de la le~islacitm civil
v por tanto tendrfa. que 't>.acer~p m",diante normas civilf's RIJS­

tantlvas. Pa~a abordar la CU!lStión Y dar una soluciñn ('nnvime
ptmtualizar cuál es el contenido de las indicadas Telllas; 1Tlf\<; no
en una consideración aislada, smo en inmediata relación con



20 29 é1iciembre 1982 BOE.-Sup\. al nllm. 312

.10 que dice el artículo 14 en la primera de sus proposiciones,
porqc.¡;,} a los finos que se dice en esta proposición (defensa de
la ce,. ¡dad de los bienes y servicios, correcciónen el peso )­
roed ida, transparencia de los pr~cio8) se ordenarán las medidas
conJucrontes a lo que dicen las reglas a. b, e, d y 6. En las
a, e y e, que san a las que se constriñe en este punto el re­
curso, la precIsión en el precill (e). la claridad en la defini­
ción del servicio posventa (e) y las garantías del estado del
bien o servicio y sobre su posterior uSO (a). Se trata de una
intervención pública que se ori€'l1te a la tutela de intereses
colectivos de los c'.msumidores. y que estAn al servicio de una
transparencia en los precios. y una defensa de la calidad de
los bienes y servicios, todo eJlo en aras de esos intereses co~

l.:!ctivos. Una profusa legislación administrativa muestra que
éstas son acciones ::Jspecíficas que .pueden subsumirse en.. lo
que desde distintos aspectos se incluyen en el marco de la
policía administrativa. con objetivos protectores del consumi­
dor, o de la disciplina del mercado. La reglamentación discl­
plinadúra de la transparencia de precios, la garantizadora de
la calidad del bien o servicio o la que asegura la información
veraz y completa de lo ofertado al público. en la medida que
se acote a los sectores atribuidos a la competencia del Pals
Vasco, constituiran complemento necesario del precepto en
cuestión. :::0 lo que es competencia del Estado. al igual que
dijimos al estudiar el articulo 13. el Gobierno Vasco dirigirtL
su actividad a la efectiva aplicación de la normativa estatal
actualmente vigente o que se promulgue en un futuro.

Decimoséptimo.-EI articulo 15, atento a los problemas que
surgen tratándose de bienes duraderos cuya utilidad pudiera
quebrar de no contarse con una asistencia posventa, recoge,
ante todo, calificándole como uno de los derechos de los con­
sumidores,el que a los consumidores debe proporcionárseles
un servicio rosventa satisfactorio. El precepto, además· de esta­
blecer la obligatoriedad de proporcionar a los consumidores
este servicio, dejando en la indeterminación el concepto de bie.:"
nes duraderos y adoptando una técnica definitoria general; y
no respecto a determinados bienes, complementa el precepto
imponiendo a los poderes públicos que adopten las medidas
oportunas dentro de la normativa vigente dirigidas a los obje­
tivos que enumera de las que algurios se establecen para ase­
gurar la efectiVidad del servicio posventa (asi. apartados a.
b y cl, otros para garantizat' el cumplimiento tempestivo y
en condiciones económicas justas del servicio (asi, aparta­
dos e, d y g) y otros a establecer unas compensaciones eco­
nómicas que se insertan en el tLmbito de un deber de in­
d?mnización qUe cubra el per1uicio por la inmovilización del
bien dentro del período de garantía (apartado n. En cuantO
al precepto se remite a la normativa vigente, podría argu­
mentarse aquí en el sentido que hemos hecho al estudiar el
artículo 13. El precepto, sin embargo, hace algo más. pUes
establece el servicio posvent&. y lo hace con un carácter de
generalidad para los bienes duraderos. Aunque se excluyan de
tal regulación los bienes cuya localización excede del tLmbito
del País Vasco, y se acote el precepto para aquellos bienes
cuy~ ordenación es de la 'competencia vasca, aún tendrAn que
!"eso. verse otros puntos antes da concluir el análisis del indi­
cado articulo 15. Por de pronto. el de la propia generalidad del
precepto, que podría resolverse dejando al complemento regla­
men~ario dentro del Amblto de compet~ncia del País Vasco, la
fl1n71ón de llenar de precisión mediante definiciones concretas,
l~ lDdeterminación de la norma, lo que podría hacerse me­
dIante la concreción o lista de bienes duraderos que reclaman
un servicio posventa. Otra cuestión. de mayor dificultad es si
la imposición de un servicio pos~ta, reglamentando 'moda­
lidades contractuales que tengan por objeto bienes duraderos
entraña una disciplina introductoria de limites a la liberta.d
contractual, que supone operar en. la legislación civil. reser­
vada a la competencia del Estado. La representación procesal
del Par~amento y del Gobierno Vasco no atribuyen al precepto
la funCión de introducir por vía legislativa una dlscipUna con­
tr:a~ual que suponga la obligacIón ex lege de tener a dispO­
sicIón del consumidor un servicio posventa. Dice la del Gobierno
Vasco que ~l artículo 115 viene a regular el que si se ofrecen
e~tos serviCIOs se ~resten en las condiciones del compromiso.
SlU, €.mbargo, el articulo 15, en la primera de sus proposiciones
jundJcas•. lo que está configurando, con la Indeterminación que
~emos dicho. es un derecho y correlativa obligación, que se
Inserta ex lege en el contenido contractual, con lo que se está
legislando en materia contractual contra lo que previene el
art!culo 149.1.8.- de la Constitución. En lo demás. entendido el
a~lculo en el sentido de que el consumidor tiene derecho a
d~sponer de un servicio posvent&; cuando asi se haya conve­
nido en el contrato o cuando en. 1& normativa estatal se esta·
blezca, y que dentro de tal- normativa. y en defensa de intereses
colectivos. y de la ?onfianza en el mercado, los poderes públicos
~dQ?tarán las medIdas oportunas, al logro de los obletivos que
indIca, no entraña exceso competencia!. El artículo d.eberA. por
e.llo,. ser objeto de modificación. para atemperarlo a la incons­
t~tucJ0nFl.Iidad de su inicial regla, debiendo alcanzar la exclu­
SI6n del articulo al Inc1so tnicial de la regla siguiente (.con
est"! fin .. ). Por lo que se refiere a la alegación del Abogado del
E.s.tado de que el contenido del artículo 15 incide en la legisla-­
ClOn sol:lre defensa de la competencia nos remitimos al funda­
mer,to 15.0

.D,yimQctavo.-EI articulo 18 de la Ley 10/1981 es, en la tesis
d~l .~bog('\?o .d"Jl Estado, una vía de penetración de' la inter­
vp.nc¡ón pub!Jca en el Derecho obligaciona.l. o Derecho de la

Contratación. reservado al legislador estatal, como propi9. de
un derecho privado. en lo qua no corresponda al derecho foral.
Aparecen así en este articulo -según la posición dialéctica del
Abogado del Estado- un· deber de información (apartados a y
b) impuesto a uno da los contratantes. que en la. dlnámica
contractual se inserta en la fase previa a la formación del
contrato, y un contenido contractual predeterminado legislati­
vamente (apartados c y d). El derecho de información -al que
ha de corresponder un delWr de in[ormación- no es sólo la
proclamación a nivel de Ley del principIO que establece ~l ar­
ticulo 51.2 de la Constitución, al.d.isponer que los ..poderes pú­
blicos promovera.n la información y la educac'ión df' los con­
sumidores". Cuando ei precepto en cuestión dice que el adqui­
rente de bienes o el usuario de servicios tiene el legítimo de­
recho del consumidor a disponer de una información adecuada,
('sté. configurando el derecho del consumidor a disponer de una
información veraz y completa. sobre las características esenciales
del bien o servicio, de su calidad, composición. precio. etc., que
le permitan dirigir la elección, utilizar el bien o servicio o re~

clamar la reparación. de los eventuales daños causados por el
producto adquirido o servicio utilizado. La información podrá
facilitarse a través de organizaciones públicas o representativas
de in.tereses colectivos o podra propOrcionarse directamente por
el fabricante, comerciante o prestador del servicio, y tener un
carácter genérico dentro del marco de Ja publicidad o configu·
rarse como _una obligación singular dentro del contenido contrae:­
tual. mas, en todo caso. significarA para las empresas un deber
de información de cumplimiento singular, mediante las variadas
formas de información no susceptibles de traducir a unas reglas
de uniformidad, o un deber de información a aquellas organiza.­
ciones publicas o de intereses colectivos, para que éstas puedan
tenerlas a disposición de los consumidores en general o de sus
asociados y darles la debida publicidad. En el derecho vigente
disposiciones de distinto rango, emanadas como reglamentacio­
nes administrativas, podrían rememorarse aquí en esta línea
de información, bien conectado con la publicidad o con obje­
tivos más concretos respeoto al conocimiento de las caracterís­
ticas .de los productos y modos de utilización. El precepto en
cuestión, entendido en el sentido de que habilita - para exigir
al empresario una especifica obligación de proporcionar al
consumidor una información veraz, excede del tLmbito compe­
tencial del Pais Vasco si se le da un carácter de generalidad
aplicándolo a toda la contratación. La introducción en el De­
recho obligadonal de una obligación con tal extensión tendrá
que hacerse mediante normas civiles. de la competencia estatal
(art. 149.1.8.- de la Constitución), Se trata con esta idea· de
destacar que una configuración del dBber de información, con
un carncter que excede de lo sectorial. y que pueda significar
una modificación en el derecho contractual, tendrá que- hacerse
por el legislador estatal. Este derecho ., el correlativo deber
de información si se ciñera a áreas en que el País Vasco tiene
competencias, fijando la información que debe facilitarse, y no
fuera más allá de lo necesario para conocer las características
del bien, con la amplitud que dice el precepto en alguna de
sus reglas, podría considerarse legítimo. desde la perspectiva,
d~ la adecuada proteclón de intereses colectivos, en la. medida
que la extensión del mercado no reclamara reglamentaCIOnes de
Ambtto estatal, aseguradoras de la unidad de mercado. Mas en
los términos _en que se hace constituye una modificación de
la legislación común. que sólo al legislador estatal compete.

Decimonoveno.-En realidad. lo que el articulo 31 de la
Ley 10/1981 protege es al eonsumidor frente a los daños que
58 le ocasionen y que tengan su origen en l~ adquisición, uti­
lizaci6n o disfrut8" de bienes, medios o servicios, para su uso
personal familiar o colectivo. El :precepto afirma el derecho
a la reparación y comprende tanta los daños a la Integridad
física y a la salud como a los .intereses económicos, mas defa
sin precisar -en la literalidad del precepto- elementos o pre­
supuestos de la responsabilidad. Se proclama el derecho del
que es titular el perjudicado o dañado, mas se deja 8 la labor
interpretativa, si ésta fuera insuficiente. a la función i~tegra.­
dora de la norma, el definir quiénes son los sujetos oblIgados,
extremo que adquiere una particular relevancia en el Area de
la protección del consumidor, en la que los fenómenos plurales
o de confluencia en la causación del daño son frecuentes. Por
otro lado, es muy posible que la tesis de que la norma no con·
tiene criterios legales de imputación de la responsabilidad re­
sulte defendible. Pero también lo eS -y podría traerse en su
apoyo, en un análisis interpretativo de la norma, otros preceptos
de la misma Ley tasi el arto 12) y textos supranacionales eu­
ropeos inspiradores de la Ley, en cuya cita no es menester
detenerse- que el precepto se alinea en una protección mAs
vigorosa del consumidor que la que se asienta en la idea de la
culpabilidad. aun con todos sus mecanismoS facilitadores de
la efectividad -de la reparación, acogiendo, como idea central
del sistema. el del principio pro dannato, O de resarcimiento
del daño. Se trata, asJ entendido el precepto, de asegurar 181
indemnIzaciones a los dañados o perjudicados. La verdad es
que cualquiera que sean las opciones a las que pudiera enten~

derse está abierto el articulo 31, la inclusión de la norma en el
sector de la legislación civil no es cuestionable. PodrA argiitrse
que el artfculo 31 configura en sus líneas. capitales, suscep.ti.btes
de interpretación o integración. un sistema de responsablhdad
que no es el plasmado en el Código Civil (arts. 1.089, 1,093 Y
1.902, etc.) y' podrA decirse, desde planteamientos quena esta­
r[an en la linea de las actuales demandas sociales, que el pre.­
cepto tendrá que integrarse en cuanto a los aludidos presu-
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pues~os de la respons,abilidad. acudiendo a 10 que el derecho
comun actual preceptua, mas, en todo caso la norma es civil
de tal:> atribuidas al legisle.dor común, tal como previene ei
articulo 149.1.8.- de ]a" Constitución. La uniformidad. en esta
materia, a salyo el derecho civil foral o especial, por lo demás,
es algo expl1cltamente reconocido por las representaciones pro­
cesa~es del Pais Vas?o, hasta el punto que quien lleva la del
G:0blerno Vasco admIte. que e~ arUculo 31 puede ser ínconstitu­
Clonal, aunque su sentido -dICe- no es otro que el de eviden­
ciar el principio general de la responsabilidad por daños. El
alcance meramente recordatorio, sistemático e informador y de
remisión a las normas estatales. que atribuye a este precepto
la ~efensa del Parlamento Vasco, que es alegato común a los
arttculo9 31 y 32. como veremos en el fundamento siguiente,
no es bastante para justificar desde títulos compctenciales el
precepto cuyo análisis ahora estamos haciendo, pues a la razón
del contenido del precepto que le sitúa, inequívocamente, f!n el
sector de la legislación civil, se añade que no se comprendería
qUe restringiéramos con difíciles y comprometidas interpreta­
ciones el sistema del derecho de daños, en este área de la de~

fensa del consumidor. Si el precepto sólo respondiera' a una
preocupación sistemática -que no es así- en nada se dañaría
el dispositivo legal. pues la responsabilidad tiene su regulación
actual según lo que la Ley y como complementaria del Orde­
namiento jurídico, la jurisprudf-ncia, dicen. Si introduce un
-novum.. -y así puede entenderse el precepto- tendrá. que
hacerse mediante una Ley del Estado. pues el régimen de la
responsabilidad debe ser uno y el mismo para todo el territorio
del Estado. De donde resulta que el precepto en cuestión -no
por conculcación de los principios constitucionales que deben
informar la legislación positiva, que no los coneulca-, pero si
por e~anar del legislador autonómico. excediéndose de su com­
petenCia, tiene que ser declarado nulo (art. 149.1.8.· de la Cons­
titución) .

Vtgésimo.-Con. fórmula que encuentra en el articulo 51.1 de
la Constitución -su justificación material, aunque no la campe­
tencial, y que se inserta en un cuadro de objetivos a los que
se deben los Poderes Públicos con el designio de facilitar el
ejercicio de las acciones Judiciales en defensa de los intereses
colectivos, se contemplan en el precepto que ahora pasamos a
estudiar (el articulo 32 de la Ley 10/1981J dos variantes legiti­
madoras para la efectividad de los meCanismos procesales. En
la primera de sus variantes se atribuye a las asociaciones de
consumidores la legitimación para promover la defensa de los
intereses colectivos. en áreas que no se eonstrltl.en a 10 juris­
diccional; en la otra, se articula una legitimación que ha de
entenderse como sustitutoria, pero no excluyente, del ejercicio
de la acción individual, si el consumidor o usuario perjudicado
optare por este ejercicio. La legitimación 'colectiva tiene algún
reconocimiento en nuestro sistema Jurisdiccional, pudiendo re~
cardarse, como ejemplo de mayor importancia, el del articulo 32
de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencio!>o-Adminis­
trativa, fórmula que entendida en su verdadera significación.
sin rigorismos recortadores de su potencialidad, puede servir a
los obj etivos que están presentes -en el precepto cuestionado,
cuando la defensa de los intereses colectivos pueda hacerse
valer por los cauces del proceso contencioso·administrativo. La
otra variante. legitimadora, la sustitutiva de la individual, en
defensa de intereses que permiten una lndividualizaciOn, aun­
que insertos en un ámbito qUe tienen una transcendencia co­
lectiva a la que se deben las asociaciones de consumidores, es
una técnica que aunque con algunos ejemplos singulares en
nuestro derecho. no se ofrece con los caracteres de generalidad
que en el á.mbito contencioso·administrativo tiene la legitima­
ción colectiva o, en su caso, corporativa. De lo anterior se
desprende mur claramente qUe las fórmulas legitimadoras re-

Sala Primera. Recurso de amparo número 5 {l982.
Sentencia número 72/1982,- de 2 de diciembre.

La: Sala Primare del Tribunal Constitucional, compuesta por
dan Manuel Garcfa-Pelayo y Alonso, Presidente, y don Angel
Latorre Segura, don Manuel Diez de Velasco Vallejo, doi'ia Glo­
ria Begué Cantón, don Rafael Gómez-Ferrer Morant y don Angel
Escudero del Corral, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la sig-uiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo número 5/1982, formulado en 11 de
enero de 1982 por el Procurador don José Manuel DOr'remochea
Aramburu, en nombre y representación de doña 1. G. B., don
J. 1. A. A. Y don J. G. C., bajo la dirección del Letrado don José
Esteban, contra sentencia de 30 de noviembre de 1981 dictada
por el Tribunal Central de Trabajo en el recurSO de suplicación
número 448/1981 sobre conflicto colectivo, seguido a instancia
de l!Js recurrentes contra la Empresa -Gomaytex, S. A._; con
domicilio en Hernani (GuipÚzcoa). En el recurso ha comparecido
e~ forma el Fiscal general del Estado y ha. sido Ponente el Ma­
glstrado don Rafael Gómez-Ferrer Morant, quien expresa el
parecer de la Sala.

guladEls en el precepto que estamos estudiando, si bien se in­
sertan en un cuadro deseable de la defensa o de la prot-:-cción
jurídica del consumidor -yen este punto podríamos recm:Jar
algunas soluciones en otros derechos 'f hasta algunas recomi:'n­
daciones de organismos supranacionales-. no pueden recoíidu­
cirse a la sola regla del artículo 32 de la Ley de la Jurjsd'cción
Contencioso-Administrativa o al reconocimiento de SOluciones
contenidas en Leyes vigentes, que es lo que sostienen las de­
fensas procesales del País Vasco. Los argumentos que desde
este planteamiento se manejan, para sostenp.r que el articu:o 32
de la Ley 10/1981 tiene un alcance recordatorio, sistcmAti.~o e
informador, respetuoso con la competencia ~stetal que d(~fine

el articulo 149.1.6.·. en materia de legislación procesal, ademils
de las objeciones que pudieran oponerse a una labor que aun
no s;'endo creadora está reservada al legis:adQr estatal, nc tie­
nen en cuenta que dicho articulo aporta un _novum_, cüf'!l es
la genf'ralización de la legitimación colectiva y de la legi:'..ma.
ción por sustitución en, el área de la defensa del consum~dor.

Como la norma se inserta en el ámbito de la legislación pro­
cesal, y no responde a particularidades del derecho sustantivo
del País Vasco, incurre en incompetencia. Por lo demás, la
atribución de la legislación procesal al Estado y, por tanto, la
det.p.rminadora de la legitimaci6.1, como toda regla del proceso
que no esté justificada ·por la indicada particularidad. responde
a la necesidad de salvaguardar la uniformidad 'de los instru·
mentas jurisdiccionales.

FALLO

En atención a todo 10 expuesto. el Tribunal Constitucional.
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPAl'IOLA.

Ha decidido:

Primero.-Que son inconstitucionales Y. por tanto nulos, por
corresponder a la competencia del Estado, los siguientes articu­
las de la Ley 10/1981, de 18 de nO'\"lembre, del Pais Vasco: articu~
10 quinto¡ articulo sexto, párrafo quinto, que dice: -Con carácter
general, cualquier producto que pueda suponer riesgo para
la seguridad y salud de los consumidores. sólo podrá fabricarse
ron sujeción a lo reglamentado a..~ respecto y distribuirse ofre­
ciendo la debida información que garantice su correcta utiliza­
ción por parte del consumidor o usuario.. ; articulo decimosegun­
do; articulo decimoquinto. en su inciso primero, que dice: _Al
consumidor le corresponde el derecho a disponer de un servicio
posventa satisfactorio para los bienes duraderos que hubiese
adquirido.. ¡ articulo decimoctavo; articulo trigésimo primero;
articulo trigésimo segundo.

Segundo.-Que los otros preceptos impugnados, que son. el
artículo cuartoi el párrafo segundo del articulo sexto; el articu~
lo noveno; articulo decimotercera; articulo decimocuarto, en sus
apartados a), c} y e}, y articulo decimoquinto, desde donde
dice: _se adoptarán las medidas oportunas dentro de la norma­
tiva vigente, dirigidas al logro de los siguientes objetivos- hasta
el final del artículo, son conformes ocm la Constitución. por lo
que se alza la suspensión. de su vigencia, producida por aplica­
cíón del articulo 161.2 de la Constitución.

Publiquese esta sentencia en el _Boletín Oficial del Estado.. ,
Dada en Madrid a 30 de noviembre de 1982.-Flrmado: Manuel

García.-Pelayo y Alonso.-JeTÓnimo Arozamena Sierra,-Angel
Latorre Segura.-Francisco Rubio Llorente.-Gloria Begué Can­
tón.-Francisco . Tomás y Valiente.-Rafael Gómez-Ferrer Mo­
rant.-Angel Escudero del Corra1.-Antonio Troyol Serra..-Ru.
bricados.

1. ANTECEDENTES

1. El recurso de amparo se formura con la Pretensión de
que se revoque la sentencia del Tribunal Central de Trabajo
impugnada, ,dejándola sin efecto.

Los demandantes exponen que interpusieron conflicto colee­
tlvQ, ante la Autoridad laboral, en materia de salarios no per­
cibidos durante un cierre patronal que estimaban contrario a la
normativa legal vigente y que, a su Juicio, poseia un carácter
coactivo hacia las huelgas llevadas a cabo por aquellas fechas
por los trabajadores de la Empresa demandada. Por sent::ncia
de la Magistratura de Trabajo número 3, de 5 de octubre de 1981,
se resolvió el conflicto en el sentido de que, les fuera abonado
el salario devengado y no percibido durante los días 8 y lo) de
abril de 1981, haciendo pasar a la Empresa por esta declaración.
InlPrpuesto recurso de suplicación. el Tribunal Centq:tl de Tra_
baj'D dictó la sentencia aqui Impugnada, por la que revoCó la de
instancia y absolvió a la demandada. .

Los actores entienden que la sentencia dicte.da por el Tribunal
Central de Trabajo vulnera el articulo 28,2 de la Const'Huc:ón,
que reconoce el derecho a la huelga ae los trabajadores para la
defensa de sus intereses.

2. Por providencias de 3 de febrero y 3 de marzo de 1982,. 1&
Sección Segunda acordó admitir el ~urso y reclamar atenta­
mente las, correspondientes actuaciones, debiendo efe.ctuarse los
emplazamientos pertinentes en cumplimiento de lo dISpUBSt.O en


